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RESUMEN 
 

La transparencia y el acceso a la información pública son elementos cada vez más 

demandados por la ciudadanía dado que aporta confianza en la gestión de sus recursos. 

Es una obligación por parte de los gestores públicos de informar y dar cuenta a los 

ciudadanos de toda información que sea relevante y de potencial uso para ejercer una 

posición de control ciudadano, siendo por ello un elemento fundamental e 

indispensable para que la democracia sea más directa, real y efectiva.  

Con la introducción de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno se realizaron avances muy importantes en cuanto 

a la rendición de cuentas por parte de los gobernantes y funcionarios, puesto que obliga 

a todas las administraciones públicas y establece el acceso a la información como un 

derecho de los ciudadanos tal y como dicta el Preámbulo de dicha ley, de manera que, 

la transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben 

ser los ejes fundamentales de toda acción política.  

La falta de una auditoría por parte de la normativa interna abre un nuevo cauce para 

mejorar la credibilidad en la gestión de la transparencia en el ámbito municipal. Por ello, 

se pretende realizar un marco metodológico de aplicación práctica para auditar el 

cumplimiento de la normativa sobre transparencia (publicidad activa, acceso a la 

ƛƴŦƻǊƳŀŎƛƽƴΣ Řŀǘƻǎ ŀōƛŜǊǘƻǎΣ ΧύΣ ŀǎƝ ŎƻƳƻ ƭŀ ƎŜǎǘƛƽƴ ŘŜ dicho ámbito en los 

ayuntamientos de la Comunidad Valenciana.  

La auditoría está compuesta por un conjunto de fases, a través de las cuales, se 

reconocerá la situación actual en cuanto al cumplimiento de las obligaciones sobre 

transparencia municipal y su gestión, teniendo en cuenta las normas y marcos de 

referencia actuales sobre la auditoría, así como de las instituciones que realizan la labor 

de evaluación y/o fiscalización del cumplimiento, gestión y mejora de la transparencia 

municipal. 

Palabras Clave: Transparencia, Publicidad Activa, Derecho de acceso a la Información 

Pública, Evaluación, Auditoría, Control, Metodología, Ayuntamientos, Comunidad 

Valenciana, Gobierno Abierto.  
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ABSTACT 
 

Transparency and access to public information are increasingly elements demanded by 

the public given that it provides confidence in the management of their resources. It is 

an obligation on the part of public managers to inform and give account to citizens of all 

information that is relevant to exercise a position of citizen control, being therefore a 

fundamental element for true democracy. 

 

According with Law 19/2013, of December 9, transparency, access to public information 

and good governance, very important progress was made in terms of accountability by 

government officials, since it obliges all public administrations and establishes access to 

information as a right of citizens as dictated by the Preamble of said law, so that 

transparency, access to public information and good governance rules must be the axes 

fundamentals of all political action. 

 

The lack of an audit by the internal regulations opens a new channel to improve the 

credibility in the management of transparency at the municipal level. Therefore, it is 

intended to make a methodological framework of practical application to audit 

compliance with transparency regulations, as well as the management of this area in the 

town halls of the Valencian Community. 

 

The audit is formed by a set of phases, through which the current situation regarding 

compliance with municipal transparency obligations and their management will be 

recognized, taking into account the current laws and reference frameworks on auditing, 

as well as the as of the institutions that carry out the work of evaluation and / or 

compliance monitoring, management and improvement of municipal transparency. 

 

Keywords: Tranparency, Right of acces to public information, Openness, Open 

Government, Evaluation, Audit, Control, Methodology, City Councils, Valencian 

Community. 
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ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ACREDITACIÓN DE LA 
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C(C)A(A) COMUNIDAD (ES) AUTÓNOMA (S) 

CIS CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIOLÓGICAS 

CE CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978 

CEPAL COMISIÓN ECONÓMICA PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE 
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CTBG CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
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DAM DYNATRA AYUNTAMIENTOS Y MUNICIPIOS 

DOUE DIARIO OFICIAL DE LA UNIÓN EUROPEA 
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EFS ENTIDADES DE FISCALIZACIÓN SUPERIORES 
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ORGANIZACIÓN EUROPEA DE LAS INSTITUCIONES REGIONALES DE 
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INCAU ÍNDICE DE TRANSPARENCIA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

INDIP ÍNDICE DE TRANSPARENCIA DE LAS DIPUTACIONES PROVINCIALES 
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ITPA INDICADOR DE TRANSPARENCIA EN PUBLICIDAD ACTIVA 
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LBRL 
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LEY 37/2007, DE 16 DE NOVIEMBRE, SOBRE REUTILIZACIÓN DE LA 
INFORMACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO 

LRJSP 
LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL 
SECTOR PÚBLICO 

LRSAL 
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LEY 2/2015, DE 2 DE ABRIL, DE LA GENERALITAT, DE 
TRANSPARENCIA, BUEN GOBIERNO Y PARTICIPACIÓN 
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MESTA 
METODOLOGIA DE EVALUACIÒN Y EGUIMIENTO DE LA 
TRANSPARENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN 

MMGDT MODELO DE MADUREZ EN GESTIÓN DOCUMENTAL PARA LA 
TRANSPARENCIA Y LA PUBLICIDAD ACTIVA  

MPTFP MINISTERIOR DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBICA 

MHAP MINSTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PUBLICA 

NAO 
NATIONAL AUDIT OFFICE OF UNITED KINGDOM u OFICINA 
NACIONAL DE AUDITORÍA DE REINO UNIDO 

OGP OPEN GOVERNMENT PARNERSHIP 

OCEX ÓRGANOS DE CONTROL EXTERNO 
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DISPOSITIVOS MÓVILES DEL SECTOR PÚBLICO 

RGPD 
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APRUEBA EL REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN, 
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SCCV SINDICATURA DE CUENTAS DE LA COMUNIDAD VALNCIANA 

SIESTRA 
SISTEMA DE EVALUACIÓN Y ACREDITACIÓN DE LA 
TRANSPARENCIA 
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STC SENTENDIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCONAL ESPAÑOL 

STEDH SENTENCIA DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 

STS SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

TA TRANSPARENCIA ACTIVA 

TCUE TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA UNIÓN EUROPEA 

TCU TRIBUNAL DE CUENTAS ESPAÑOL 

TEDH TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
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TICC 
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN, COMUNICACIÓN Y 
CONOCIMIENTO 

TP TRANSPARENCIA PASIVA 

UE UNIÓN EUROPEA 

UPV UNIVERSIDAD POLITÉCNICA DE VALENCIA 
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1.1. INTRODUCCIÓN 
 

El presente trabajo está centrado en realizar un marco metodológico para la auditoría 

de transparencia en los ayuntamientos valencianos, como herramienta que permita 

prevenir y reducir el fraude, la desconfianza social y la corrupción municipal y que 

mejore el marco de la gestión de la transparencia y la rendición de cuentas 

(Accountability) a nivel municipal, dado que es la administración más próxima a la 

ciudadanía. 

La transparencia en el ámbito de la gestión y actuación pública (gubernamental y 

administrativa) ha ido tomando cada vez más fuerza, por diversas razones, como pueden 

ser: la mejora de los sistema de información y control en el ámbito de las AA.PP, (Nueva 

Gestión Pública o New Public Management) el fenómeno de la corrupción y el fraude, 

las demanda ciudadanas de más y mejor información, así como la aparición de nuevos 

paradigmas que incluyen la transparencia como eje primario: Buen Gobierno y Gobierno 

Abierto o Gobernanza pública inteligente  (Criado, 2016) y relacionada con otros 

principios o ejes como los de; efectividad, eficacia, eficiencia, ética, responsabilidad, 

integridad, coherencia, rendición de cuentas, participación ciudadana, colaboración 

social, el uso de las TICC, conocimiento colectivo etc.,  

Por ende, y dado que se está en tiempos donde la obertura o apertura del gobierno y su 

gestión, instrumentalizada mediante el aparato administrativo, se ha de poner atención 

en la gestión de nuestros representantes políticos, ya que, en caso contrario, no se 

podría saber cómo gestionan los servidores públicos nuestros recursos e intereses.  

Es por ello, que la transparencia aparece como elemento sine qua non en el sistema 

democrático representativo y participativo, pues la necesidad de este principio se 

origina en que, al integrar la cultura de transparencia, posibilita un incremento de la 

legitimidad democrática y promueve que la ciudadanía se convierta en un agente más 

proactivo, participativo y menos reactivo en el ámbito de lo público. La transparencia se 

configura como mecanismo mediante el cual se manifiesta el principio de rendición de 

cuentas de los poderes públicos (Tornos et al., 2012). 
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1.2. JUSTIFICACIÓN DEL TRABAJO FINAL DE GRADO 
 

ά/ǳŀƴǘƻ Ƴłǎ ǘŜ ƻōǎŜǊǾƻΣ ƳŜƧƻǊ ǘŜ ŎƻƳǇƻǊǘŀǎέ WŜǊŜƳȅ .ŜƴǘƘŀƳ  

ά[ŀ ƛƴǘŜƎǊƛŘŀŘ Ŝǎ ƘŀŎŜǊ ƭƻ ŎƻǊǊŜŎǘƻΣ ŀǳƴǉǳŜ ƴŀŘƛŜ ƴƻǎ ŜǎǘŞ ƳƛǊŀƴŘƻέ WƛƳ {ǘƻǾŀƭƭ 

Desde hace décadas, los gobiernos y las administraciones a su cargo están sometidas a 

presiones orientadas a mejorar su rendimiento, atender mejor las necesidades de la 

ciudadanía y crear valor público en entornos cada vez más digitales. Como no, la 

transparencia se ha convertido en un elemento clave para el objetivo de rendición de 

cuentas (Fuchs, 2006; Shim et al., 2008; Andersen, 2009; Cullier et al., 2009), por lo cual, 

los gobiernos y administraciones han tenido que adaptarse a las demandas de 

transformación digital y de acceso a la información por parte de la ciudadanía, pues 

como dice Kierkegaard όнллфύΣ άǳƴ ōǳŜƴ ƎƻōƛŜǊƴƻ ŘŜōŜ ǾŜǊǎŜ ǇŀǊŀ ǎŜǊ ǊŜŀƭέ (Garrido et 

al., 2017).  

Generalmente, en la mayor parte de los países desarrollados, la ciudadanía es más 

exigente respecto de la modernización del sector público y sobre que ésta obtenga 

mejores números respecto de la transparencia, sostenibilidad, economía, eficacia y 

eficiencia de la actividad y del gasto público. A su vez, la existencia de una mayor 

exigencia ciudadana de una asunción de responsabilidades por parte de los actores 

políticos y órganos directivos públicos en el ejercicio de sus funciones denota una 

necesidad o un gap en el sistema de rendición de cuentas actual que debe ser abordado.  

De otra parte, Andersen (2009) entiende que la transparencia se considera un elemento 

esencial del άbuen gobierno responsableέ, que conduce a la asignación más eficientes 

de los recursos y, por ende, a un mayor crecimiento económico (Anti-Corruption 

Resource Centre - U4, 2012; Lizcano, 2013), transformándose así, en una potente 

utilidad para la participación ciudadana, prevención de la corrupción, confianza en el 

gobierno, y un elemento esencial para favorecer la información a la ciudadanía, y de 

creación de riqueza para él país al atraer inversiones extranjeras e incentivar las 

inversiones internas (Quinn, 2003; Mulgan, 2007; Cullier y Piotrowski, 2009; Reylea, 

2009; Shuler et al., 2010). Así pues, cabe resaltar que los diferentes casos de corrupción 

han propiciado un ambiente de desconfianza en la ciudanía, por lo que se percibe una 
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necesidad de aumentar el control de la acción pública mediante más y mejor grado de 

transparencia.  

Así pues, como muestra la Gráfica 1. Evolución de las principales preocupaciones 

políticas de la población española (aparte de otros no reflejado de gran envergadura, 

como lo son: el paro, con un 61.8% y los problemas de índole económica, con un 25%1), 

uno de los principales problemas de sociedad española que ha cobrado gran importancia 

en los últimos años son la corrupción y el fraude (actualmente en un 25%, aunque 

anteriormente, en enero de 2015 y octubre de 2017, se posicionaba tal valor en un 60% 

y 55%, respectivamente), seguido de los partidos políticos y la política (actualmente en 

un 38%). Muestra de ello es el último barómetro de CIS, el cual muestra una gran 

preocupación por la corrupción y el fraude en la sociedad española, a parte del paro, y 

los partidos políticos en general, entre otros (CIS, 2019). 

 

Gráfico 1. Evolución de las principales preocupaciones políticas de la población 
española (política, gestión pública, corrupción y fraude). 

                                                           
1 Datos hasta Julio de 2019. 
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Fuente: Elaboración propia a partir del barómetro del CIS (2005 ς 2019). 

El Gráfico 1 refleja que, desde principios del año 2009, la principal preocupación en el 

ámbito político de la sociedad española es la corrupción, el fraude y los políticos en 

general (partidos políticos y la política). ¿Será porque dicho año entró en vigor la LTAIBG, 

la cual estimula la publicidad proactiva de datos y el acceso a la información de cualquier 

persona? Es una pregunta que, para darle respuesta, se atiende a lo que exponen Villoria 

y Jiménez (2019) en cuanto al tema. Estos autores señalan que la corrupción es el 

elemento que desde hace muchos años arrastra la política española, sobre todo en 

cuanto a lo que respecta a la gestión en los ayuntamientos españoles. En este caso, el 

conjunto a las CC. AA. y EE. LL., tuvieron un plazo más extendido (2 años) que el gobierno 

de la AGE para implementar las medidas de apertura, transparencia y rendición de 

cuentas. Como se puede apreciar en sentido evolutivo, la corrupción y los partidos 

políticos sigue una intensidad paralela, aparte de otras de índole económico no 

expuesto en el Gráfico 1. En este sentido, como se muestran en la Gráfica 3 y 4 del 

CAPITULO II de la transparencia, el grado de corrupción presenta una correlación 

elevada con el nivel o calidad de la transparencia ofrecida y con el desarrollo económico 

de un país, entre otras correlaciones2, idea que ya destacan diversos autores como 

Villoria e Izquierdo (2015), y que se explica posteriormente con más detalle.  

Por otro lado, desde un punto de vista cuantitativo, cabe señalar el porcentaje de 

auditorías realizadas según el nivel de la AP. Por ello, se hace referencia a la comparación 

realizada por Viñas (2018) en cuanto a auditorías realizadas entre los tres niveles 

territoriales de la administración pública (administración central, autonómica y local), 

para poder conocer la situación real del sector, así como su dimensión. La comparativa 

se puede encontrar en el informe realizado por FIASEP de 2015, donde se incluyen las 

auditorías realizadas en 2011 por el Tribunal de Cuentas, OCEX y empresas privadas de 

auditoría. En la Tabla 1. se muestra la relación entre el número de auditorías o 

                                                           
2 Villoria e Izquierdo (2015) destacan las causas de la corrupción, como son: el bajo desarrollo moral, la 
desigualdad y la desconfianza social, la corrupción interna de las organizaciones políticas, una ausencia 
de una Administración Pública profesionalizada, unos controles insuficientes, un bajo desarrollo 
democrático y económico, la coartación a los medios de comunicación (prensa, redes sociales, etc.), la 
globalización y diversos aspectos y variables culturales, las cuales, tales autores relacionan mediante 
correlación del nivel de corrupción de los países con estas causas mencionadas. 
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fiscalizaciones anuales realizadas y el porcentaje que éstas representan sobre el total de 

entes susceptibles de fiscalización de cada ámbito de la administración pública: 

Tabla 1. Representación del N.º de entidades que incorporan los diferentes niveles 
territoriales del SP. Y el N.º de auditorías realizadas en cada nivel territorial. 

Ámbito territorial 

Administración 

Pública 

N º de entidades 

que lo conforman 

N º Auditorías 

realizadas 

% de auditorías 

sobre el total de 

entidades 

Estatal 454 429 94% 

Autonómico 2.594 895 35% 

Local 19.030 1.109 6% 

TOTAL 22.078 2.433 11% 

Fuente: Viñas (2018) a partir del informe FIASEP 2015. 

 

Como se aprecia en el Gráfico 2, hay una gran desproporción entre el número de 

auditoría efectuadas respecto la cantidad de entidades que integran cada nivel 

territorial. Por un lado, a nivel estatal, se ha auditado el 94%, quedando únicamente 35 

entidades sin auditar. Por otro lado, a nivel autonómico, son 895 (35%) las entidades 

que quedan sin control de auditoría. 

 

 

Gráfico. 2 Relación entre el número de auditorías realizadas y el número de entes 
existentes en cada ámbito territorial de A.P. 

Fuente: Elaboración propia a partir de Viñas (2018) y el informe FIASEP (2015). 
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Por último, y con más relación sobre el sujeto objeto de estudio del presente trabajo, 

por está dirigido a las EELL, aunque más especialmente relacionado con la 

administración municipal (Ayuntamientos), en España existen 8125 municipios, de los 

que, en total, solo un 6% se ha auditado en tal fecha, y como se ha señalado 

anteriormente, lo que no se controla, no se puede ver. Por ello, Viñas (2018) considera 

necesario mejorar la transparencia haciendo cumplir todos los preceptos recogidos en 

la Ley 19/2013. Se debería garantizar la calidad y validez de la información presentada 

por los entes públicos a través de un control externo eficaz con un alcance superior al 

actual. Es por ello, que el presente trabajo pretende diseñar una herramienta práctica 

que permita evidenciar y mejorar los niveles de desempeño de los ayuntamientos de la 

Comunidad Valenciana, en el marco de la transparencia, puesto que el sector público 

local es el más próximo a la ciudadanía y, por lo tanto, su gestión incidirá de una manera 

más directa en la satisfacción de las necesidades diarias de sus usuarios. 

Como es evidente, la consecución de los nuevos fenómenos sociales causados por la 

normalización del uso de las Nuevas Tecnologías de la Información, Comunicación y 

Conocimiento (TICC), el nuevo modelo de rendición de cuentas de la gestión pública, la 

obligación del uso sistémico de los sistemas de información y de gestión de información 

por parte del sector público, el déficit de control de la eficacia sobre la aplicación de la 

LTAIBG, el conflicto de intereses generado por la aplicación de ésta y otras leyes y 

ordenanzas en el marco de la transparencia municipal, así como el déficit de control de 

la eficacia sobre la aplicación de la LTAIBG por parte de la mayoría de ayuntamientos, 

entre otros fenómenos, se evidencia una falta de supervisión y confianza en el 

desempeño de sus funciones y, por otra, los sistemas de supervisión que se encuentran 

en funcionamiento, solo están orientados a asegurar que la gestión pública realizada 

responda a las causas que justifiquen la existencia de la misma, olvidando que los 

resultados obtenidos aportan valor a la ciudadanía y ventajas competitivas. 

En cuanto a la evaluación de la transparencia municipal, en la actualidad, existen 

metodologías publicadas, tanto por ONGΩǎ, sector privado y público, que pretenden 

evaluar el grado de cumplimiento e implantación de la ley de transparencia por parte 

del sector público y, en cierta medida, su grado de madurez o desarrollo que, en algunos 
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casos es de manera generalizada y en otros, de forma tediosa y ambigua. Cabría por ello 

realizar un cuadro comparativo con la finalidad de su continua y funcional armonización. 

(Véase la Tabla 5. Síntesis comparativa de las distintas metodologías de evaluación de la 

transparencia municipal). 

Cabe resaltar que no se controla con suficiencia el cumplimiento de la normativa sobre 

transparencia ya que, en la actualidad, muchos ayuntamientos de la Comunidad 

Valenciana (Martín et al., 2016) y de España en general, no tienen un gran nivel de 

transparencia desarrollado e implementado dentro de su sistemática de 

funcionamiento, ya sea por la inexistencia de medios suficientes, por voluntad y/o 

estrategia política, por una formación obsoleta, u otras disfuncionalidades para la 

práctica de la calidad democrática. Estos autores señalan que tan solo el 9% de los 

municipios valencianos cumple con la normativa de transparencia en 2016. El resto no 

ǘŜƴŘǊƝŀƴ ǇƻǊǘŀƭ ŘŜ ǘǊŀƴǎǇŀǊŜƴŎƛŀ όмт҈ύΣ ŜǎǘŀǊƝŀ άŜƴ ŎƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴέ όп҈ύΣ ƴƻ ǘŜƴdría 

contenido el portal (12%), o lo tendría incompleto (58%). Por lo que el estudio elaborado 

por la Conselleria de Transparencia, Responsabilidad Social, Participación y Cooperación 

a mediados del mes de mayo de 2017 señala que, a nivel de la Comunidad Valenciana, 

hay una mayoría de municipios que cuentan con un portal de transparencia (79%) frente 

a los ayuntamientos que todavía no cuentan con uno o lo tienen en proceso de 

construcción (21%), sin mencionar si tales portales se ajustan a lo dispuesto en la 

legalidad estatal, autonómica y local o cumplen los requisitos mínimos para poder 

garantizar el derecho a obtener información activa de forma actualizada, veraz, 

estructurada, reutilizable, gratis o coste bajo, etc., (Martín et al, 2016).  

Del mismo estudio señalado, se concluye que a mayor número de habitantes que se 

tenga en un municipio, el cumplimiento de la ley de transparencia es sucintamente 

mayor por el ayuntamiento respectivo. Sin embargo, los portales con menos 

cumplimiento o la inexistencia de estos, son los ayuntamientos que ostentan un menor 

número de habitantes. Así pues, de los 274 ayuntamientos con menos de 1500 

habitantes de la Comunidad Valencia, 111 ayuntamientos no tienen portal, 93 

ayuntamientos tienen el portal incompleto, 60 lo tienen sin contenido y solo 10 

ayuntamientos tienen completo el portal en 2016 (Martín et al, 2016).  
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Así pues, en el marco de la autonomía valenciana, por ser una delimitación territorial 

del objeto del trabajo, en base Índice de Transparencia de los Municipios y Provincias  

de DYNTRA sobre la evaluación continua y en abierto3 realizada en la Comunidad 

Valenciana a los ayuntamientos de municipios con una población superior a 15.000 

habitantes, de los 74 ayuntamientos evaluados a fecha actual, solo 17 (22 %) habría 

obtenido una puntuación superior al 5 (sobre 10) en julio de 2019 (DYNTRA, 2019). 

Así mismo, la existencia de un Objetivo de Desarrollo Sostenible (Número 16) άtŀȊΣ 

Justicia e Instituciones Sólidas έ ŘŜ ƭŀ !ƎŜƴŘŀ нлол propuesta por la ONU, connota la 

idea de que las instituciones (públicas y privadas) han de reforzar y ser eficaces, 

responsables y transparentes en todos los niveles y dimensiones, han de garantizar la 

adopción de decisiones inclusivas, participativas y representativas que respondan a las 

necesidades a todos los niveles y han de garantizar el acceso público a la información y 

proteger las libertades fundamentales, todo ello de conformidad con las leyes 

nacionales y los acuerdos internacionales (CEPAL, 2019). Cabe desatar la importancia de 

la Agenda 2030 dada la coyuntura social actual, ya que estos ODS se han materializado 

Ŝ ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀŘƻ Ŝƴ 9ǎǇŀƷŀ ƳŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ άPlan de acción para la implementación de la 

Agenda 2030έ ŜƭŀōƻǊŀŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ DƻōƛŜǊƴƻ ȅ ŎƻƴǘǊƻƭŀŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ !ƭǘƻ ŎƻƳƛǎƛƻƴŀŘo para la 

Agenda 2030 dependiente directamente de la presidencia y, en el ámbito autonómico 

valenciano, a través de ƭŀ άIƻƧŀ ŘŜ Ǌǳǘŀ ǇŀǊŀ ŎƛǳŘŀŘŜǎ ȅ ǇǳŜōƭƻǎ ŘŜ ƭŀ /ƻƳǳƴƛdad 

Valenciana en la Agenda 2030έ ŜƭŀōƻǊŀŘŀ por la Generalitat Valenciana. Pues, en 

palabras de Giménez όнлмтύΣ άla transparencia en el sector público cubre muchos 

ámbitos, además de la propia administración públicaέΦ 

Además, siguiendo con tal autor, los órganos creados para asegurar el buen 

cumplimiento de la transparencia no han contemplado la posibilidad de realizar 

auditorías o fiscalizaciones que den fe del correcto desarrollo de la ley de transparencia. 

Critica que los órganos auditores regulados por el Estado (Tribunal de Cuentas, Síndic de 

Comptes, etc.) se centran fundamentalmente en la correcta administración de las 

cuentas, y no en una auditoría independiente incorporada a la gestión de la 

transparencia, la cual aseguraría la excelencia en el cumplimiento de la normativa 

                                                           
3 Participativa y colaborativa, donde cualquiera puede ayudar a evaluar la situación actual mediante la 
corroboración de tal ayuda. 
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jurídica y potenciaría el grado de confianza de los ciudadanos en el sector público, pues 

una auditoría independiente del sector público es el instrumento que mejor puede 

garantizar la lucha contra la corrupción administrativa y la deficiente práctica de los 

gestores y de los responsables políticos (Giménez, 2017). Además de lo señalado por tal 

autor, cabe destacar que se están llevando a cabo políticas de reforma en el marco de 

la transparencia y la ǊŜƴŘƛŎƛƽƴ ŘŜ ŎǳŜƴǘŀǎ ƻ άaccountabilityέΣ ǇǳŜǎ ŎƻƳƻ ŀŦƛǊƳŀ ¢ŜǊǊŀȊŀ 

(2017) en referencia a los Organismos de Control Externo (OCEX), en 2050, será año de 

automatización de la fiscalización, y de la máxima expresión en cuanto a la cultura de la 

rendición de cuentas y transparencia por parte de todos los agentes del servicio público 

y, en sí, de la sociedad, respetando los límites legales de la publicación de la información.   

En consecuencia, siguiendo a la necesidad que tales autores señalan (necesidad de una 

auditoria de transparencia y un futuro de fiscalización automatizado), la metodología 

que se pretende ofrecer se basa en el principio de este tipo de fiscalización (actualmente 

contemplado como evaluación) en el marco de la transparencia municipal, en este caso, 

de los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana. Además, debería orientarse en un 

futuro a su automatización, en la medida que fuera posible, de las tareas que suponen 

tanto la gestión del área respectiva de transparencia, como para el control por parte del 

resto de agentes de la sociedad, de la función de fiscalización de la actividad pública 

municipal. Así pues, Terraza (2017) señala que la utilización de sistemas de inteligencia 

artificial permitiría una fiscalización permanente, actualizada y de la totalidad de las 

operaciones efectuadas por los agentes públicos, donde el trabajo del auditor habría de 

centrase en el análisis de los datos, y la extrapolación de las conclusiones que de ellos 

se derivan, en vez de centrarse en la revisión de los procesos (documentación de 

expedientes, movimientos contables, etc.) donde estas tareas serían ofrecidas de una 

manera eficaz, eficiente y económica por una red de tecnología de forma automática 

que permita su óptimo funcionamiento. En este sentido, el Comité del Sector Público de 

la Federación de Expertos Contables Europeos (FEE) ha ido realizando y lanzando 

diversos documentos para el establecimiento tres principios o criterios del Buen 

Gobierno (BG) para el sector público considerado como ΨΩaƻŘŜǊƴƻΩΩ ŘŜ ƭŀǎ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ 

públicas, que son (FEE, 1996): la transparencia, la integridad y la rendición de cuentas. 

Aparte de estos tres pilares, la Oficina Nacional de Auditoría o National Audit Office ya 



26 
 

señalaba que los auditores pueden ayudar ampliamente con el proceso de 

modernización de las AA. PP. mediante el control de la transparencia (NAO, 2000). 

Por todo ello, se pretende elaborar un control desde el marco de la auditoria (y en su 

caso, de la fiscalización) de transparencia pública municipal, para que puedan asumir 

ese cambio de foco centrado únicamente en el cumplimiento de la legalidad y la 

aplicación de los procedimientos, a una alternativa que permita verificar el grado de 

logro de los resultados obtenidos, y puesta en marcha de futuras acciones correctoras, 

tomando como referencia las buenas o mejores prácticas conocidas hasta el momento 

y enfocado en una sistemática de mejor continua que evidencie el nivel de desempeño 

de la gestión de la transparencia municipal y su grado impacto. Pues se entiende que el 

control debe componerse de un mecanismo regulador que debe señalar, 

oportunamente, las desviaciones de normativas y las infracciones de los principios 

relacionados con la transparencia y la rendición de cuentas. Por lo que cabe resaltar que, 

en un futuro no muy lejano, este tipo de prácticas de control y asunción de las 

correspondientes responsabilidades deberían ser obligatorias, imprescindibles y 

habituales con el fin de garantizar la imagen fiel de la gestión pública realizada, 

conjuntamente enlazado con la mejora de la calidad de la información (claridad, 

fiabilidad, comprensibilidad, reutilización, lugar de publicación, accesibilidad, 

actualización, disponibilidad, estructuración, soporte, formato) entre otros, para 

garantizar que se cumplen e interrelacionan todos aquellos principios y elementos 

orientados a obtener un nivel de transparencia óptimo desde el punto de vista del 

funcionamiento democrático y constitucional que es un Estado de Derecho, que 

establece como eje propietario la Buena Gobernanza y el Gobierno Abierto e Inteligente. 

Así mismo y como se ha señalado al principio de este apartado, la existencia de un Gap 

en la rendición de cuentas por parte de los agentes que controlan y evalúan la 

transparencia denota la necesidad de abordar un enfoque que permita auditar la 

transparencia incluida la gestión que se desempeña dentro de la organización, 

compuesta por tres posiciones, la gestión de la publicidad activa, de la gestión del 

derecho de acceso a la información pública por parte de la ciudadanía y de la 

transparencia colaborativa (las cuales se desarrollan en apartados posteriores) de los 

ayuntamientos como gestoras de los intereses públicos que le competen, con el objetivo 
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de evidenciar el nivel cumplimiento de la legalidad y nivel de rendimiento en la gestión 

transparente, así como promover las buenas prácticas en cuanto a transparencia y su 

interrelación con el paradigma del Gobierno Abierto e Inteligente que sean conocidas y 

ofrecidas (desarrolladas ya o que estén por desarrollar) por diferentes organismos 

referentes del campo de la auditoría, la evaluación, fiscalización y control que resulte 

necesaria para la gestión efectiva de la transparencia municipal, sin que ello suponga un 

gran esfuerzo. 

 

1.3. OBJETIVO GENERAL 
 

Señalada ya la justificación del porqué se desarrolla este documento, el objetivo general 

del Trabajo Final de Grado (TFG) es el desarrollo de un marco metodológico que sea de 

aplicación práctica para el desarrollo de auditorías de transparencia en los 

ayuntamientos de la Comunidad Valenciana. Para su consecución, se parte del estudio 

de la situación actual en cuanto a cumplimiento de las obligaciones contenidas en la 

normativa europea, estatal, autonómica y, en su medida, local mediante la evaluación 

de indicadores de transparencia existentes sobre el grado de cumplimiento e 

indicadores de ofrecimiento voluntarios, teniendo en cuenta los marco y normas de 

referencia a nivel internacional y nacional de auditoría de gestión y de legalidad o 

cumplimiento.  

El objeto general de estudio para consecución del objetivo general es el conjunto de 

obligaciones de transparencia que establece la normativa estatal, autonómica y local 

sobre transparencia (publicidad activa, derecho de acceso a la información pública y 

datos abierto) en los portales de transparencia de los ayuntamientos para comprobar 

posteriormente el grado de su cumplimiento y aplicación, mediante el establecimiento 

de indicadores que lo evidencien, para posibilitar la emisión de un informe, basado en 

los principios que ofrecen las distintas organizaciones de fiscalización, acerca del grado 

de cumplimiento mínimo de la legalidad, información ofrecida de modo voluntario, 

gestión del derecho de acceso a la información, de los datos abiertos y del portal de 

transparencia y open data en su caso, así como de la gestión eficaz, económica, eficiente 

y efectiva de las actuaciones de transparencia a nivel municipal. 
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1.4. OBJTETIVOS ESPECÍFICOS 
 

Para alcanzar el objetivo general o principal del punto 1.3., se definen una serie de metas 

a cumplimentar para el desarrollo del presente trabajo, incluida la metodología para la 

auditoría de transparencia municipal en la Comunidad Valenciana: 

- Objetivo específico 1. Conocer los antecedentes, (evolución y la normativa 

actual) sobre la transparencia que sea potencialmente necesaria y aplicable, así 

como de los organismos de control, evaluación y acreditación en el ámbito 

nacional e internacional referentes en la innovación y mejora en esta materia en 

el ámbito municipal. 

 

- Objetivo específico 2. Apoyarse en las normas, marcos y manuales de trabajo 

que sean prácticos, actuales y relevantes, tanto de la transparencia, como del 

ámbito de la auditoría del sector público local para el desarrollo de la 

metodología. 

 

- Objetivo específico 3. Desplegar una metodología que permita la consecución de 

auditorías de transparencia y su gestión en los ayuntamientos de la Comunidad 

Valenciana, de manera estructurada, clara y concisa, que evidencie si la 

estrategia y los objetivos globales de la organización en cuanto a la 

transparencia, se están llevando a cabo de manera legal, eficaz, eficiente y 

económica. 
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1.5. METODOLOGÍA DEL TFG 
 

Dado que el objetivo general es crear un marco metodológico que sea de aplicación 

práctica para la ejecución de auditorías de transparencia en los ayuntamientos de la 

Comunidad Valenciana, primero se realiza una revisión estratégica de los antecedentes 

normativos de la transparencia, en los distintos nivéleles territoriales (europeo, estatal, 

autonómico y local) que resulten relevantes para el ámbito municipal, así como un 

análisis sobre la interrelación con el resto de elementos dentro de la sistemática de 

Gobierno Abierto (Participación, Colaboración, uso de las TICC, Buen Gobierno, 

Accountability) para la consecución del OBJETIVO ESPECÍFICO 2 del presente trabajo. 

En cuanto a la transparencia, se realiza un análisis de fuentes secundarias para obtener 

toda aquella información que pueda resultar importante para la eficacia del desarrollo 

de la metodología, con la finalidad de garantizar su correcta y fácil aplicación La 

metodología se centra en la Publicidad Activa (o Transparencia Activa), dado que ésta 

fomenta la sostenibilidad y el uso eficiente de los recursos públicos, en la medida en que 

el derecho de acceso a la información (o Transparencia Pasiva) requiere de su 

explotación o utilización, aunque en el sistema se prevé con indicadores de área de 

derecho de acceso, y datos abiertos.  

También, en este sentido, se provee desarrollar un inventario de indicadores, 

herramientas, aplicaciones, buenas prácticas, entre otros, sobre la transparencia 

municipal con la finalidad de maximizar el impacto y eficacia en el respectivo ámbito 

municipal, en el que se vayan incluyendo nuevos anteriormente no considerados. La 

metodología se centra en la inclusión de indicadores, tanto de gestión (economía, 

eficacia y eficiencia) que incluye de cumplimiento de la legalidad de transparencia. Por 

ello, se debe deberá ir desarrollando conforme la normativa vaya variando y conforme 

se vayan conociendo nuevos indicadores no incluidos en la metodología, de manera que 

funcione como un inventario de indicadores, de los cuales se vaya cribando los que 

resulten duplicados, de manera que se simplifique la labor del equipo auditor.  

En este sentido, se pretende conocer los elementos que componen las sistemáticas de 

funcionamiento y evaluación de la transparencia a nivel municipal existentes, ofrecidas 

por las diferentes asociaciones, organizaciones y/o plataformas, públicas (CTBG, FEMP, 
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EUDEL, FVMP, Universidades Públicas, Comisionado de Canarias, de Castilla y León,  etc.) 

ȅ ǇǊƛǾŀŘŀǎ ŎƻƳƻ ŦǳƴŘŀŎƛƻƴŜǎΣ ŀǎƻŎƛŀŎƛƻƴŜǎΣ hbDΩǎ ό!ŎǊŜŘƛǘǊŀΣ ¢L-España, Dyntra, 

InfoLible, NovaGob) que servirán de referencia a la hora de conocer los criterios, 

principios, objetivos, ítems, etc., se han de tener en cuenta, tanto para el cumplimiento 

mínimo legal, como para la transparencia aportada de manera voluntaria y la mejora de 

la gestión de la transparencia municipal.  

 Posteriormente, se analizan diferentes fuentes secundarias referentes a la sistémica de 

la auditoría de gestión y de cumplimiento ofrecida por los diferentes organismos 

internacionales y nacionales de fiscalización y auditoría como pueden ser la 

Organización Internacional de las Entidades Fiscalizadoras Superiores o INTOSAI, el 

Tribunal de Cuentas Europeo o TCUE, El Tribunal de Cuentas Español (TCU), la 

Sindicatura de cuentas de la Comunidad Valenciana o SCCV, entre otros.  

También, se ha consultado numerosas publicaciones científicas de repositorios y revistas 

relacionadas con el tema como puede ser EUNOMIA, CIGGAP, ASOCEX (y su revista 

Auditoría Pública), CEMCI, INAP, IVAP, entre otros. Por otro lado, se reconoce de manera 

breve la normativa referente de la auditoría y/o fiscalización del sector público, para 

conocer la metodología que aportan los diferentes organizaciones internacionales y 

Entidades Superiores de Fiscalización o EFS, y realizar una analogía práctica para el 

producto que se pretende ofrecer en el Capítulo IV, que es una propuesta metodológica 

para la auditoría de transparencia en los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana.  

Cabe mencionar que, para el desarrollo de la metodología, se ha utilizado como 

referentes genéricos, el Manual de Auditoría de Gestión  del Tribunal de Cuentas 

Europeo, publicado en el año 2017, y los Principios y normas de auditoría del sector 

público  ofrecidos por la Comisión de Coordinación de los Órganos Públicos de Control 

Externo del Estado Español, dado que permiten la inclusión de todos los potenciales 

elementos necesarios para desarrollar un análisis profundo de legalidad, así como de 

cualquier actividad, política, programa o plan público, como lo es la gestión del en el 

ámbito de la transparencia municipal. 

Por último, hay que señalar que, para la eficacia sobre la realización del enfoque se 

realiza en forma de manual para la consecución de auditorías por parte de profesionales 
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especializados y no especializado en el ámbito de la transparencia municipal y la 

auditoría, de manera que se referencian toda la normativa que se deberá conocer de 

manera ex ς ante, para su óptimo desarrollo. por lo que nos encontramos ante un 

estudio de aplicación práctica, cuya finalidad es la de mejorar, resolver o corregir un 

vacío o error existente en el ámbito de la transparencia municipal, desde el 

conocimiento y el análisis de dicha fenomenología. 

La metodología que se pretende ofrecer se establece de forma sistemática y consecutiva 

para la relación de los trabajos de auditoría. Por ello, la sistematización precisa un 

método de uso general aplicable a cualquier ayuntamiento de la Comunidad Valenciana, 

independientemente de los servicios que preste o los habitantes que tenga tal 

municipio, entre otros. Dentro de esta sistemática se debe realizar diferentes análisis en 

respondiendo a las preguntas de: Qué se quiere, cómo y cuándo se quiere, dónde, por 

qué, qué medios se deben utilizar, se cumple con la legalidad, etc., realizando las 

siguientes investigaciones: Estudio de los elementos que componen la transparencia 

municipal, diagnóstico de situación detallado, determinación de finalidades y medios 

para su consecución, investigación de las disfuncionalidades y deficiencias, balance 

informativo analítico, comprobación de la eficacia y la eficiencia, búsqueda de 

problemas, proposición de soluciones, indicación de alternativas y mejora de la 

situación, entre otros. 

Para el desarrollo lógico de la metodología, se ha resaltado las funciones de planificación 

estratégica, así como el análisis de benchmarking. Por último, y en base a todo lo 

anterior, se presentará conclusiones y futuras líneas de actuación para el desarrollo 

óptimo y continuo de tal sistemática como herramienta de control de transparencia 

mediante la ejecución de auditorías. 
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1.6. DELIMITACIÓN O ALCANCE DEL TFG 
 

La presente metodología se centra en la revisión sobre el cumplimiento de la legislación 

aplicable en el ámbito de la transparencia municipal de la Comunidad Valenciana. Por 

ello, y a modo de delimitar el objeto del trabajo, habrá que tener en cuenta las 

diferencias entre los ayuntamientos que componen la esfera municipal en el ámbito 

autonómico en base a las competencias que le son propias y la que se desarrolle en base 

a la respectiva autonomía local. Tal sistemática se pretende integrar en cualquier tipo 

de ayuntamiento de la Comunidad Valenciana, con lo que únicamente será válido para 

la gestión de transparencia de los respectivos órganos de gobierno de la administración 

municipal en el desempeño de sus funciones, para dar cuenta de ello, al poder legislativo 

municipal (pleno del ayuntamiento) con la finalidad de ofrecer mayor control sobre la 

actuación del ejecutivo a tal nivel. 

Cabe señalar que, la metodología está orientada a que, con independencia del tipo de 

régimen en el que se encuentre el ayuntamiento en el que se proceda a su ejecución 

respecto al número de habitantes y correspondientes servicios públicos municipales 

atribuidos y asumidos conforme a la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, se 

pueda desarrollar. Sin embargo, es recomendable para ayuntamientos de más de 15000 

habitantes, dado que, a partir de esta cantidad, los ayuntamientos poseer mayor 

autonomía de gestión (DYNTRA, 2017). A este respecto, se habrá de atendiendo la 

normativa que así declare la Asamblea legislativa de la Comunidad Autonómica 

respectiva, en caso de que se vaya a utilizar en ayuntamientos que no pertenezcan a la 

Comunidad Valenciana.  

Como resulta obvia, los esfuerzos a la hora de desplegar y ejecutar la auditoría serán 

menores respecto de aquellos ayuntamientos que cuenten con mayor número de 

servicios asumidos por el acogimiento del tipo de régimen que se establezca por el pleno 

de la corporación local. 
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1.7. ESTRUCTURA DOCUMENTAL DEL TRABAJO 
 

En este apartado se ofrece un resumen de manera resumida acerca de cada uno de los 

capítulos que configuran la estructura del presente trabajo final de grado y que, por 

ende, se componen como patrones elementos a tener en cuenta para el producto o 

resultado final de este TFG, que es ofrecer una metodología sobre la auditoría de 

transparencia municipal: 

ü Capítulo I. Introducción: Este apartado contiene un resumen de lo que 

comprende el presente trabajo desde una perspectiva genérica y resumida. En 

esta parte se incluye el qué y para qué se lleva a cabo el TFG, a parte del 

establecimiento y satisfacción de los objetivos específicos para el alcance del 

objetivo general. 

 

ü Capítulo II. La transparencia en los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana: 

Se contextualiza sobre el marco legal de la transparencia y la situación actual de 

la transparencia tanto a nivel estatal, autonómico y local. También en este 

epígrafe se desarrolla y analiza las distintas metodologías de evaluaciones de 

transparencia existentes a nivel municipal. 

 

ü Capítulo III. La auditoría: En este apartado se analiza la auditoría y la fiscalización 

del sector púbico, el tipo de auditorías existentes, los principios y ejes de 

actuación y de consecución de auditoría a nivel estratégico, táctico y operativo 

en el ámbito del sector público. También se referencia la normativa y manuales 

existentes sobre la fiscalización de la gestión pública municipal, tanto 

proporcionada por los diferentes organismos internacionales, como nacionales 

y autonómicos que servirán como referencia para el desarrollo metodológico.  

 

ü Capítulo IV. Metodología para la auditoría de trasparencia municipal en la 

comunidad Valenciana: En este apartado se ofrece una síntesis de fases 

secuenciales de cada una que se han de llevar a cabo y productos que encada 

fase se obtendrán. La metodología está basada en la auditoría de gestión y de 

cumplimiento. A nivel global, las distintas fases serían: 1º). Estudio preliminar de 
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la organización y conocimiento de la misma. 2º). Planificación de la Auditoría, 

donde se desarrolla el plan global de auditoría que incluirá las preguntas, 

criterios, indicadores, etc., que permitan obtener evidencia suficiente sobre el 

desempeño. 3º). Análisis de las actividades ejecutadas y por ejecutar y de las 

informaciones ofrecidas y su calidad, y de las que se han quedado por publicar. 

4º). Emisión de informe de auditoría de transparencia, en el que se muestre el 

grado de transparencia y de eficacia, eficiencia, efectividad y economía sobre la 

misma. Por último, también se incluye una secuencia lógica de los pasos para 

publicar los hallazgos encontrados en la auditoría. 

 

ü Capítulo V. Conclusiones y futuras líneas de actuación y de mejora: Una vez 

ofrecida toda la información y conocimiento generado en el presente trabajo, se 

ofrece las ideas más generales y las deducciones del mismo correspondientes a 

las conclusiones obtenidas en los diferentes objetivos específicos, ofrecidos de 

manera separada para una mejor comprensión del potencial lector. También, en 

este apartado se ofrece las futuras líneas de actuación y ampliación del trabajo 

de la transparencia y el Accountability municipal de la Comunidad Valenciana.   
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CAPITULO II:  

MARCO TEÓRICO Y NORMATIVO DE LA TRANSPARENCIA 

MUNICIPAL 
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2.1. INTRODUCCIÓN 
 

Para comenzar con el ámbito de la transparencia, en el presente trabajo se desarrolla 

bajo el objeto de la gestión de lo público y más concretamente de la gestión de la 

transparencia a nivel de la entidad municipal: el ayuntamiento. Por ello, es necesario y 

procedente el desarrollo de los antecedentes para su posterior comprensión y análisis, 

ya sean normativos, históricos o teórico-prácticos, así como la comprensión de su 

significado y su procedencia, descomposición, interrelación con otros sistemas como, 

por ejemplo, con el sistema democrático, de Gobierno Abierto (GA), entre otros.  

También se verá en apartados posteriores los diferentes sistemas de evaluación y/o 

control de ésta en el ámbito de gestión municipal, y diferentes agentes, órganos y 

organizaciones públicas y privadas destinadas al fomento, control, innovación y mejora 

continua de la transparencia y su gestión, que servirá todo ello para el desarrollo del 

objeto del trabajo, que es, proponer una metodología para la auditoría de transparencia 

en el ámbito municipal.  

Cabe señalar que, el sentido propio de la transparencia del que se hace referencia al 

objeto de trabajo, está relacionado con la trasparencia en el sector público, el cual está 

compuesto por los diferentes poderes que Montesquieu (1748) diferencia: 

Transparencia del poder legislativo, ejecutivo o del gobierno y, con ello, de la 

administración pública que le sea confiada en cada nivel territorial, por ser titulares de 

los órganos superiores de cada administración, y del poder judicial el cual se extiende 

en única jurisdicción nacional en el caso de España, a diferencia de los dos anteriores.  

En este caso en particular, el presente trabajo se centra tanto en el ejercicio de 

transparencia ejercitado por el gobierno municipal (transparencia gubernamental) 

como por la transparencia administrativa bajo el mandato de éste, así como un 

elemento incluido per sé, que es la rendición de cuentas, ya que deben ir unidas para 

complementarse, o dependiendo de la perspectiva, la rendición de cuentas puede estar 

incluida en el término transparencia. Incidir también que la transparencia requiere que, 

además de que haya una voluntad política que quiera implementar una nueva cultura 

basada en la apertura de las instituciones públicas a la ciudadanía requiere también que 

la comunidad política y social sea crítica y comprensiva con los sucesos que ocurren en 
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su comunidad, así como una educación basada en ello. Requiere, por ende, de unos 

ciudadanos íntegros, críticos y racionales, capaces de prever la necesidad que despierta 

el tener información pública que sea gratuita, reutilizable, usable, veraz, objetiva, que 

ofrece los datos, información y conocimiento que en ella opera, para la creación de valor 

público y ventajas competitivas entre sus agentes socioeconómicos. 

 

2.2. MARCO NORMATIVO DE LA TRANSPARENCIA MUNICIPAL 
 

En este apartado se expone el marco que va a conformar la metodología para la 

auditoría de transparencia referenciando los diferentes antecedentes normativos 

existentes en los distintos niveles territoriales para conocer los precedentes necesarios 

de aplicación a los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana, así como la normativa 

les resulta de aplicación y por la cual se va a regir la metodología de auditoría de 

transparencia, en cuanto a cumplimiento mínimo que exige de la legalidad.  

Por ello, se va a ofrecer la normativa que ha permitido establecer el sistema de 

transparencia municipal desde la perspectiva internacional y europeo, nacional y de la 

autonomía valenciana. 

 

2.2.1. ANTECEDENTES NORMATIVOS DE LA TRANSPARENCIA MUNICIPAL 
 

En cuanto a los diferentes antecedentes normativos de la transparencia, se dispone de 

las diferentes normativas existentes a diferentes ámbitos territoriales (internacional, 

europeo, estatal y autonómico) para conocer los antecedentes necesarios de aplicación 

a los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana y abstraer la normativa que les resulta 

de aplicación y por la cual se va a regir la metodología de auditoría de transparencia.  

Trata de todos los ámbitos de la transparencia que se exponen en el apartado de 

elementos de la transparencia, donde se incluyen tres tipos: la transparencia activa, 

pasiva y colaborativa. Con tal finalidad, re realiza un breve análisis de la normativa que 

ha servido, y servirá, para entender el contexto normativo de la transparencia a nivel 

local, más concretamente el municipal. 
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2.2.1.1. ANTECEDENTES NORMATIVOS INTERNACIONALES Y EUROPEOS 
 

En este apartado cabe señalar las disposiciones internacionales que actúan como 

promotor de todas estas normativas que incluyen y delimitan el sentido de la libertad 

de información, de acceso y, de transparencia en general, a nivel internacional y 

europeo, que sirven de precedentes de nuestra normativa interna española. 

En primer lugar, a nivel internacional, se encuentra la Declaración Universal de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas (1948), que en el artículo 19 establece que: todo 

individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el 

de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 

opiniones, y el de difundirlas, sin limitación ni fronteras, por cualquier medio de 

expresión. También, en este nivel, en cuanto a la libertad de expresión, es en el artículo 

19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU (1966), donde se 

establece que nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. También, se señala 

que toda persona tiene derecho a la libertad de expresión, comprendido como la 

libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, 

o por cualquier otro procedimiento de su elección. Para el ejercicio de tal derecho, se 

debe de garantizar de antemano deberes y responsabilidades especiales. Por 

consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones que deberán, sin embargo, estar 

expresamente fijadas por la ley y ser necesaria para: a) Asegurar el respeto al derecho o 

a la reputación de los demás; y b) La protección de la seguridad nacional, el orden 

público o la salud o la moral pública.  

Para Finalizar en el ámbito internacional, se hace necesario destacar la existencia de la 

Convención de la ONU contra la corrupción, dada la gran importancia que entraña tal 

fenómeno (ONU, 2014). 

En cuanto al ámbito europeo, nos encontramos en primer lugar con la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2009), en la que se establece en el 

artículo 42 el derecho de acceso a los documentos. En cuanto a este derecho, se dispone 

que todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su 

domicilio social en un Estado miembro tiene derecho a acceder a los documentos de las 
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instituciones, órganos y organismos de la Unión, cualquiera que sea su soporte. Así pues, 

de manera semidirecta con la transparencia pública, el artículo 41 establece el derecho 

a una buena administración, el cual reconoce que toda persona tiene derecho a que las 

instituciones, órganos y organismos de la Unión traten sus asuntos imparcial y 

equitativamente y dentro de un plazo razonable. Particularmente en cuanto a: el 

derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una medida 

individual que la afecte desfavorablemente; el derecho de toda persona a acceder al 

expediente que le concierna, dentro del respeto de los intereses legítimos de la 

confidencialidad y del secreto profesional y comercial; y la obligación que incumbe a la 

administración de motivar sus decisiones. También, que toda persona tiene derecho a 

la reparación por la Unión de los daños causados por sus instituciones o sus agentes en 

el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los principios generales comunes a los 

Derechos de los Estados miembros y podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en 

una de las lenguas de los Tratados y deberá recibir una contestación en esa misma 

lengua. Por último, cabe señalar otras que se han aprobado con posterioridad que 

tienen mayor relevancia por impactar en la normativa interna del estado español:  

¶ Directiva 2003/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de noviembre 

de 2003, relativa a la reutilización de la información del sector público 

¶ Corrección de errores de la Directiva 2003/98/CE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 17 de noviembre de 2003, relativa a la reutilización de la información 

del sector público 

¶ Directiva 2011/85/UE del Consejo, de 8 de noviembre de 2011, sobre los 

requisitos aplicables a los marcos presupuestarios de los Estados miembros. 

¶ Directiva 2013/37/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 

2013, por la que se modifica la Directiva 2003/98/CE relativa a la reutilización de 

la información del sector público 

¶ Reglamento (CE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril 

de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 

tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el 

que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de 

datos) 
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También, cabe resaltar otras como el Libro Blanco sobre Gobernanza (2001), el Libro 

Verde sobre la iniciativa europea a favor de la Transparencia (2006), el Goverment at a 

Glance 2015: A dashboard of key indicators to help you analyse international 

comparisons of public sector performance (2015-2017), y el OECD Principles for 

Transparency and Integrity in Lobbying o Principios de la OCDE para la Transparencia e 

Integridad en el Cabildeo (2014), disponibles con un enlace para que puedan ser 

analizados por los potenciales lectores del presente trabajo, y que completan los trabajo 

realizados ante los antecedentes normativos y teóricos de la transparencia. 

De modo resumido, la Directiva 2003/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

17 de noviembre de 2003, relativa a la reutilización de la información del sector público, 

establece las normas mínimas para la reutilización de los datos sobre los principios de la 

transparencia, un acceso equitativo, proporcional y no discriminatorio que busca 

armonizar mínima- mente las diferentes condiciones que existan a nivel comunitario. La 

directiva no obliga a los países a autorizar la reutilización. Tal normativa relaciona la 

reutilización con y sin fines comerciales respecto del concepto de documento, que la 

propia directiva define como άcualquier contenido sea cual sea el soporte (escrito en 

papel o almacenado en forma electrónica o como grabación sonora, visual o 

ŀǳŘƛƻǾƛǎǳŀƭύΤ ƻ ŎǳŀƭǉǳƛŜǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ǘŀƭ ŎƻƴǘŜƴƛŘƻέ (UE, 2003). 

Tras la publicación de la Directiva 2003/98/CE sobre reutilización, se publicó la Directiva 

2013/37/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 con la 

finalidad de modificar la de 2003, realizado una consulta pública a cerca del conjunto de 

grupos de interesados en la reutilización de datos a nivel de Europa. Se introducen, entre 

otros: autorización generalizada de la reutilización, se clarifica el  ámbito de aplicación 

y se amplía, se clarifica el concepto de confidencialidad comercial, en el que incluyen los 

«secretos comerciales, profesionales o empresariales», se dispone de la obligación de 

que los documentos reutilizables se publiquen en formatos interoperables «mediante 

formatos abiertos y legibles por máquina junto con sus metadatos, con los niveles más 

elevados de precisión y granularidad, en un formato que garantice su interoperabilidad, 

introducción de tarifas, etc.  

Por último, se ha aprobado la Directiva Inspire (Infrastructure for Spatial Information in 

Europe) la cual establece las reglas generales para el establecimiento de una 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=URISERV%3Al10109
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=URISERV%3Al14521
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=URISERV%3Al14521
http://www.oecd.org/gov/govataglance.htm
http://www.oecd.org/gov/govataglance.htm
http://www.oecd.org/gov/govataglance.htm
http://www.oecd.org/gov/ethics/oecdprinciplesfortransparencyandintegrityinlobbying.htm
http://www.oecd.org/gov/ethics/oecdprinciplesfortransparencyandintegrityinlobbying.htm
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Infraestructura de Información Espacial en la Comunidad Europea basada en las 

Infraestructuras de los Estados miembros.  

Una vez revisada tal normativa de ámbito internacional y europeo que concierne a 

España y al presente trabajo, en el apartado posterior se refiere la normativa de 

transparencia a nivel estatal de modo interno, ya sea por iniciativa propia o por 

obligaciones por haber transpuesto normativa internacional y europea señalada con 

anterioridad. 

 

2.2.1.2. ANTECEDENTES NORMATIVOS DE LA TRANSPARENCIA EN ESPAÑA 
 

A continuación, se va a proceder a realizar una enumeración exhaustiva de la normativa 

referentes a cerca de la transparencia a nivel nacional, ya que resulta necesario para la 

consecución del OBJETIVO ESPECÍFICO 1 del presente trabajo. Así pues, de modo 

esquemático, se muestran las diferentes normas que tienen una relación directa e 

indirecta (en el ANEXO I. Normativa relacionada de manera indirecta con la transparencia 

a nivel estatal) con la transparencia a nivel nacional, de las cuales se habrá de tener en 

cuenta para el desarrollo posterior de la auditoría de transparencia municipal, y son: 

¶ Constitución Española de 1978. 

¶ Ley 9/1968, de 5 de abril, sobre secretos oficiales.  

¶ Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio 

de las Administraciones Públicas. 

¶ Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 

¶ Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 

Públicas. 

¶ Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

¶ Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general 

para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado. 

¶ Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la 

información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de 

medio ambiente. 
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¶ Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del 

sector público. 

¶ Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 

protección de datos de carácter personal. 

¶ Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de 

Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica. 

¶ Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de 

Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica.  

¶ Real Decreto 1495/2011, de 24 de octubre, por el que se desarrolla la Ley 

37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector 

público, para el ámbito del sector público estatal. 

¶ Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 

Sostenibilidad Financiera.  

¶ Ley 19/2013, de 9 de diciembre de transparencia, acceso a la información pública 

y buen gobierno. 

¶ Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental 

¶ Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el 

¶ Texto Refundido de la Ley General de Derechos de las personas con discapacidad 

y de su inclusión social. 

¶ Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre por el que se aprueba el Estatuto del 

Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 

¶ Ley 18/2015, de 9 de julio, por la que se modifica la Ley 37/2007, de 16 de 

noviembre, sobre reutilización de la información del sector público. 

¶ Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 

¶ Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

¶ Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 

¶ Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional. 



43 
 

¶ Real Decreto 1008/2017, de 1 de diciembre, por el que se aprueba la Estrategia 

de Seguridad Nacional. 

¶ Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 

¶ Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 

Administración General del Estado. 

¶ Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 

¶ Real Decreto 1112/2018, de 7 de septiembre, sobre accesibilidad de los sitios 

web y aplicaciones para dispositivos móviles del sector público. 

¶ Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 

garantía de los derechos digitales. 

¶ Real Decreto-ley 5/2018, de 27 de julio, de medidas urgentes para la adaptación 

del Derecho español a la normativa de la Unión Europea en materia de 

protección de datos. 

Sin embargo, cabe mencionar los aspectos legales más relevantes para el presente 

trabajo. En primer lugar, cabe señalar algunos de los antecedentes normativos a nivel 

ŜǎǘŀǘŀƭΣ ǉǳŜ ƻŦǊŜŎŜƴ Ŝǎǘŀǎ ƎŀǊŀƴǘƝŀǎ ƛƴŦƻǊƳŀǘƛǾŀǎ ȅ ŘŜ ǇǳōƭƛŎƛŘŀŘ άŀŎǘƛǾŀέ o PA. Antes de 

la entrada en vigor de la LTAIBG, ya existían obligaciones constitucionales de publicidad 

que debían dar audiencia a los organismos democráticos como, por ejemplo (CE, 1978): 

la publicidad normativa (art. 9.3), la publicidad de las sesiones plenarias del Congreso y 

del Senado (art. 80), las actuaciones públicas judiciales (art. 120.1), las sentencias serán 

siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública (120.3). También otros de 

carácter orgánico como lo son el artículo 20, donde se reconocen y protegen los 

derechos de expresión, (expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y 

opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción) la 

producción y creación literaria, artística, científica y técnica y la libertad de cátedra. 

También, este artículo, de manera más directa con la trasparencia, establece el derecho 

a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. Así 

pues, el artículo 23 dispone que los ciudadanos tienen el derecho a participar en los 
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asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en 

elecciones periódicas por sufragio universal. Pues en este sentido la transparencia actúa 

como nutriente de información para obtener una visión crítica de la actuación pública y 

en caso de desconfianza, renovar las cámaras legislativas como medio de control 

democrático. También, no puede faltar el artículo 105, apartado b), donde se dispone 

del acceso por parte de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo 

las expresiones determinadas por las leyes (secretos de estado, protección de derechos 

orgánicos, etc.) que se desarrolla en la LTAIBG y la LPAC como se dispone 

posteriormente. 

También, a nivel de rango legal, se dispone de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 

general de subvenciones4, la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los 

derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en 

materia de medio ambiente (incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE), la Ley 

Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 

Financiera, la cual, establece en su artículo 6 el principio de transparencia5, la Ley 

5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses de los miembros del 

Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado (derogada por 

la actual Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 

Administración General del Estado), el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 

noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público6 (derogado por la actual Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

                                                           
4 Desarrollada por el Real Decreto 130/2019, de 8 de marzo, por el que se regula la Base de Datos Nacional 

de Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas. 

5 Para la obtención de información con regularidad suficiente que permita el seguimiento de las cuentas 

y del cumplimiento de los objetivos de todos los subsectores públicos respecto de la política 

presupuestaria. Tal normativa desarrolla el artículo 135 de la CE. Desde un enfoque del ámbito local, se 

desarrolló, en consecuencia de tal Ley Orgánica, la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y 

sostenibilidad de la Administración Local con la finalidad de definir con precisión las competencias que 

deben ser desarrolladas por la Administración local, diferenciándose así de las competencias estatales y 

autonómicas e incluir los planes económico-financieros de las Entidades Locales, entre otras medidas. 

6 La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, se aplicará a los expedientes de contratación que se inicien con 

posterioridad a su entrada en vigor, entendiendo por su inicio la publicación de la convocatoria de la 

licitación o la aprobación de los pliegos en los procedimientos sin publicidad, ya que los contratos 

adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de la ley de contratos posterior, se regirán, en cuanto 

a sus efectos, cumplimiento y extinción, duración y régimen de prórrogas, por la normativa anterior. 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-4671
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Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014) 

que actúan como elementos legales que conforman las distintas normas sectoriales 

donde la transparencia se encuentra regulada con la finalidad de ofrecer una garantía 

de información y publicidad sobre las distintas actuaciones desempeñadas en el sector 

público respectivo (fomento, autoorganizativo, control, etc.). 

También establecían distinta disposiciones en materia de acceso a la información y 

publicidad/audiencia en los artículos 35, 52, 60, 84, 86 y 112 de la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común y la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento 

de la Administración General del Estado, actualmente derogadas por la Ley 39/2015, de 

1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 

o LPAC y por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público o 

LRJSP, cuasi respectivamente. 

Actualmente, en este sentido, la LPAC dispone el artículo 13, en el apartado d), el acceso 

a la información pública, archivos y registros, como derechos de las personas en sus 

relaciones con las Administraciones Públicas. También, esta ley establece que el impulso 

del procedimiento administrativo respetará siempre los principios de transparencia y 

publicidad y se hará de oficio en todos sus trámites, a través de medios electrónicos, 

(artículo 71) así como principio de buena regulación, ya que se dispone que άlas 

Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, 

proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, en el ejercicio de la 

iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria y, en base a su aplicación; las 

Administraciones Públicas posibilitarán el acceso sencillo, universal y actualizado a la 

normativa en vigor y los documentos propios de su proceso de elaboración, en los 

términos establecidos en el artículo 7 de la LTAIBG; definirán claramente los objetivos 

de las iniciativas normativas y su justificación en el preámbulo o exposición de motivos; 

y posibilitarán que los potenciales destinatarios tengan una participación activa en la 

elaboración de las normas (artículo 129 LPAC), todo ello relacionado con la 

transparencia y su funcionamiento, dentro del marco democrático español. 
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En lo que respecta a la LRJSP, esta establece como principio general de actuación la 

participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa, (artículo 

3.1.c)7. Además, en el Capítulo V del Título Preliminar, establece el funcionamiento 

electrónico del sector público, del cual se ha de hacer mención especial al artículo 38, 

referente a la sede electrónica, la cual es considerada como dirección electrónica que 

ha de estar disponible para los ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones, 

cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o bien a una o varios 

organismos públicos o entidades de Derecho Público en el ejercicio de sus 

competencias. Cabe señalar que el establecimiento de una sede electrónica comporta 

la responsabilidad del titular en cuanto a la integridad, veracidad y actualización de la 

información y los servicios a los que se pueda de acceso mediante tal sede.  

Como potestad discrecional, se establece en tal artículo que cada Administración Pública 

determinará las condiciones e instrumentos de creación de las sedes electrónicas, con 

sujeción a los principios de transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad, 

seguridad, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad, tendiendo que 

garantizar en todo caso  la identificación del órgano titular de la sede, los medios 

disponibles para la formulación de sugerencias y quejas, y siempre disponiendo de 

sistemas que permitan el establecimiento de comunicaciones seguras en caso de que 

sean necesarias.  

En cuanto a la transparencia administrativa digital, se establecen los principios de 

accesibilidad y uso de acuerdo con las normas establecidas al respecto, estándares 

abiertos y, en su caso, aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos, 

en la publicación en las sedes electrónicas de informaciones, servicios y transacciones.  

                                                           
7 A parte de servir con objetividad los intereses generales, actuar de acuerdo con los principios de eficacia, 
jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, y con sometimiento pleno a la 
Constitución, a la Ley y al Derecho, servicio efectivo a los ciudadanos, simplicidad, claridad y proximidad 
a los ciudadanos, racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades 
materiales de gestión. , buena fe, confianza legítima y lealtad institucional, responsabilidad por la gestión 
pública, planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las 
políticas públicas, eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados, economía, suficiencia y adecuación 
estricta de los medios a los fines institucionales, eficiencia en la asignación y utilización de los recursos 
públicos, así como de cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas, 
establecido en el mismo artículo. 
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Cabe señalar que para la identificación y comunicación en las sedes electrónicas sean 

seguras, se han de utilizar certificados reconocidos o cualificados de autenticación de 

sitio web u otro medio de equivalente reconocimiento o calificación. Seguido del 

anterior ese encuentra lo dispuesto sobre el portal de internet, comprendido como άel 

punto de acceso electrónico cuya titularidad corresponda a una Administración Pública, 

organismo público o entidad de Derecho Público que permite el acceso a través de 

ƛƴǘŜǊƴŜǘ ŀ ƭŀ ƛƴŦƻǊƳŀŎƛƽƴ ǇǳōƭƛŎŀŘŀ ȅΣ Ŝƴ ǎǳ ŎŀǎƻΣ ŀ ƭŀ ǎŜŘŜ ŜƭŜŎǘǊƽƴƛŎŀ ŎƻǊǊŜǎǇƻƴŘƛŜƴǘŜέ 

(artículo 39 de la LRJSP). 

En referencia a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno o LTAIBG, no cabe hacer más referencia que la 

realizada con anterioridad, ya que el presente objeto del trabajo es la transparencia, la 

cual se ha desarrollado con suficiencia en los apartados posteriores relativos a los 

componentes de este principio o elemento que es la transparencia. 

Cabe señalar que, a nivel autonómico, desde la aprobación de la legislación nacional, las 

diferentes comunidades autónomas han ido aprobando y desarrollando una propia 

normativa reguladora de la materia, en base al principio de autonomía que le confiere 

la constitución mencionado anteriormente. Prueba de ello es el conjunto de normas que 

mejoran y amplían el marco de la transparencia y el Gobierno Abierto en sí 

(participación, reutilización de datos e información, buen gobierno, colaboración, el uso 

de la TIC, etc.). En la actualidad, se encuentran vigentes 16 leyes de transparencia a nivel 

autonómico que se relacionan a continuación: 

¶ Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la Buena Administración y del Buen Gobierno de 

las Illes Balears. 

¶ Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura. 

¶ Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

¶ Ley 3/2014, de 11 de septiembre, de Transparencia y Buen Gobierno de La Rioja 

¶ Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de 

la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

¶ Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información 

pública de Canarias. 
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¶ Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno de Catalunya. 

¶ Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de 

Castilla y León 

¶ Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la Actividad Pública y 

Participación Ciudadana de Aragón. 

¶ Ley 2/2015, de 2 de abril, de la Generalitat, de Transparencia, Buen Gobierno y 

Participación Ciudadana de la Comunidad Valenciana. 

¶ Ley 1/2016, de 18 de enero, de transparencia y buen gobierno (deroga a la Ley 

4/2006, de 30 de junio, de transparencia y de buenas prácticas en la 

Administración pública gallega). 

¶ Ley 4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-

La Mancha. 

¶ Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de Transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno de Navarra, que deroga a la ley foral 11/2012, de 21 de 

junio, de la Transparencia y del Gobierno Abierto de Navarra. 

¶ Ley 8/2018, de 14 de septiembre, de Transparencia, Buen Gobierno y Grupos de 

Interés del Principado de Asturias. 

¶ Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad 

de Madrid (Vacatio Legis, en tramitación). 

¶ Proyecto de Ley de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del 

Sector Público Vasco. 

Dado que el objeto del trabajo es el desarrollo de una metodología para la auditoría de 

transparencia municipal valenciana, cabe destacar la existencia, y con ello posterior 

comprensión y análisis de la Ley 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, Buen Gobierno 

y Participación Ciudadana de la Comunidad Valenciana, la cual, regula las diversas 

materias vinculadas con la transparencia, el buen gobierno, los datos abiertos y la 

colaboración y participación en el ámbito de la Comunidad Valenciana. 
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2.2.1.3. ANTECEDENTES NORMATIVOS EN LA COMUNIDAD VALENCIANA 
 

En este epígrafe se desarrolla la situación actual de normativa de la Comunidad 

Valenciana en cuanto al despliegue de la cultura de transparencia pública autonómica, 

para conocer de los factores que se compone (normativa, sistema de evaluación y 

control, ítems, principios, desarrollo estratégico, etc.) el sistema de transparencia en 

este término territorial afectante a los municipios que integran la administración local 

valenciana.  

En la Comunidad Valenciana, con la aprobación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 

de Transparencia, acceso a la Información Pública y Buen Gobierno y en consecuencia a 

ésta, se desarrolló, en el marco de las competencias y la potestad autoorganizativa de 

la propia Comunidad y en base al plazo de 2 años que otorgaba la propia ley para la 

adaptación de Comunidades autónomas y entidades locales, la Ley 2/2015, de 2 de abril, 

de la Generalitat, de Transparencia, Buen gobierno y Participación Ciudadana, la cual 

resulta de obligado cumplimiento para las entidades de la Administración local de la 

Comunidad Valenciana como es en este caso, la de los ayuntamientos (administración 

municipal). 

En este apartado se dispone de la normativa en la Comunidad Valenciana sobre 

transparencia para conocer la situación legal y de desarrollo en el ámbito de la 

transparencia autonómico, para la consecución de uno de los objetivos específicos del 

presente trabajo (OBJETIVO ESPECÍFICO 1) y, por consiguiente, para el cumplimiento del 

objetivo general. La normativa a la que se ha de atender, tanto para el desarrollo del 

trabajo, como para el desarrollo de la propia metodología de auditoría de transparencia 

mundial valenciana que se pretende ofrecer es:  

¶ Estatuto de autonomía de la Comunidad Valenciana (la Ley Orgánica 5/1982, de 

1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana y Ley Orgánica 

1/2006, de 10 de abril, de Reforma de la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio). 

¶ Ley 4/1998, de 11 de junio, del Patrimonio Cultural Valenciano. 

¶ Ley 8/2010, de 23 de junio, de la Generalitat, de Régimen Local de la Comunidad 

Valenciana y la ley 4/2016, de 22 de abril, de la Generalitat, de modificación del 
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artículo 139 de la Ley 8/2010 de Régimen Local de la Comunidad Valenciana para 

Garantizar el Derecho a Asistir y Grabar los Plenos Municipales. 

¶ Ley 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, Buen Gobierno y Participación 

Ciudadana de la Comunidad Valenciana. 

¶ Ley 10/2015, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa 

y financiera, y de organización de la Generalitat, de modificación de la Ley 

2/2015, de 2 de abril, de la Generalitat. Modificada por las siguientes leyes: Ley 

13/2016, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 

financiera, y de organización de la Generalitat, ley 21/2017, de 28 de diciembre, 

de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización de 

la Generalitat; y Ley 27/2018, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión 

administrativa y financiera y de organización de la Generalitat. 

¶ Ley 2/2016, de 4 de marzo, de la Generalitat, de modificación de la Ley 2/2015, 

de 2 de abril, de Transparencia, Buen Gobierno y Participación Ciudadana de la 

Comunidad Valenciana. 

¶ Ley 5/2016, de 6 de mayo, de cuentas abiertas para la Generalitat Valenciana. 

¶ Decreto 56/2016, del Consell, de 6 de mayo, por el que se aprueba el Código de 

Buen Gobierno de la Generalitat. 

¶ Decreto 105/2017, de 28 de julio, del Consell, de desarrollo de la Ley 2/2015, de 

2 de abril, de la Generalitat, en materia de transparencia y de regulación del 

Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. 

¶ Decreto 195/2018, de 31 de octubre, del Consell, por el que aprueba el 

Reglamento orgánico y funcional de la Conselleria de Transparencia, 

Responsabilidad Social, Participación y Cooperación. 

¶ Decreto 238/2018, de 21 de diciembre, del Consell, de modificación del Decreto 

195/2018, de 31 de octubre de 2018, del Consell, por el cual se aprueba el 

Reglamento orgánico y funcional de la Conselleria de Transparencia, 

Responsabilidad Social, Participación y Cooperación. [2019/255] (Agenda 2030) 

¶ Resolución de 21 de febrero de 2019, del conseller de Transparencia, 

Responsabilidad Social, Participación y Cooperación, por la que se declara la 

inaplicación de los artículos del título III del Decreto 56/2016, de 6 de mayo, del 
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Consell, y modelos vinculados, por la puesta en marcha del Registro de Control 

de Conflictos de Intereses. 

Cabe señalar que se deberá estar a lo dispuesto en la jurisprudencia que se vaya 

asentando en esta materia a nivel autonómico. En cuanto a la normativa de 

transparencia de dimensión organizativa de recursos humanos, buen gobierno, 

prevención y lucha contra el fraude, se puede distinguir entre:  

¶ Decreto 95/2016, de 29 de julio, del Consell, de regulación, limitación y 

transparencia del régimen del personal directivo del sector público instrumental 

de la Generalitat.  

¶ Ley 8/2016, de 28 de octubre, de la Generalitat, de Incompatibilidades y 

Conflictos de Intereses de Personas con Cargos Públicos no Electos.  

¶ Resolución de 14 de abril de 2016, del conseller de Hacienda y Modelo 

Económico, por la que se aprueban las instrucciones sobre medidas de control y 

publicidad activa en el sector público instrumental de la Generalitat. 

¶ Orden 5/2016, de 13 de septiembre, de la Conselleria de Hacienda y Modelo 

Económico, por la que se concretan los requisitos de los criterios contenidos en 

el artículo 4 del Decreto 95/2016, de 29 de julio, del Consell, de regulación, 

limitación y transparencia del régimen de personal que ocupa puestos de 

carácter directivo del sector público instrumental de la Generalitat.  

¶ Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Generalitat, de la Agencia de Prevención 

y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunidad Valenciana. 

¶ Decreto 65/2018, de 18 de mayo, del Consell, por el que se desarrolla la Ley 

8/2016, de 28 de octubre, de la Generalitat, de incompatibilidades y conflictos 

de intereses de personas con cargos públicos no electos.  

Antes de comenzar con un análisis de los elementos de la legislación estatal y 

autonómica sobre la trasparencia y la publicidad en el ámbito municipal, cabe remarcar 

ǉǳŜ Ŝƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ фΦм ŘŜƭ 9ǎǘŀǘǳǘƻ ŘŜ !ǳǘƻƴƻƳƝŀ ǾŀƭŜƴŎƛŀƴƻΣ ŜƴŎǳŀŘǊŀ Ŝƭ ¢Ɲǘǳƭƻ LL ά5Ŝ ƭƻǎ 

ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŘŜ ƭƻǎ ǾŀƭŜƴŎƛŀƴƻǎ ȅ ǾŀƭŜƴŎƛŀƴŀǎέ Ŝƴ Ŝƭ ŎǳŀƭΣ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ǉǳŜ ά{ƛƴ ǇŜǊƧǳƛŎƛƻ ŘŜ ƭƻ 

que dispone la legislación básica del Estado, una Ley de Les Corts regulará el derecho a 

una buena administración y el acceso a los documentos de las instituciones y 
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ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƻƴŜǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ ǾŀƭŜƴŎƛŀƴŀǎέΦ Es entonces en la Ley 8/2010, de 23 de junio, de 

la Generalitat, de Régimen Local de la Comunidad Valenciana, donde se regula 

expresamente el derecho de los ciudadanos y las ciudadanas a la información sobre su 

actividad y la participación ciudadana en el ámbito local (artículo 138.1. g), h), y j)). 

En cuanto a la normativa sectorial de transparencia, la Ley 2/2015, de 2 de abril, de 

Transparencia, Buen Gobierno y Participación Ciudadana de la Comunidad Valenciana 

es la ley que, en ejercicio de sus competencias y potestad de autoorganización en los 

términos previstos en el artículo 49.1.1 del Estatuto de Autonomía valenciano, se 

desarrolla para la mejora de la transparencia en tal ámbito territorial. Esta norma regula 

diversas materias vinculadas con la transparencia, el buen gobierno, los datos abiertos 

y la colaboración y participación a nivel autonómico, a parte de la normativa que resulte 

básica para su aplicación en todo el conjunto de la nación, como la normativa 

relacionada de manera directa para el desarrollo de este trabajo señalada 

anteriormente para la consecución de la finalidad de este estudio.  

En cuanto a su estructura, se organiza en el título preliminar (donde se engloba los 

aspectos transversales de la ley, como pueden ser su objeto, el ámbito subjetivo y los 

principios generales que han de regir para su interpretación) y los cinco títulos que 

regulan las siguientes materias:  

¶ En el título I, denominado "transparencia en la actividad pública" donde se regula 

la transparencia en la gestión en la actividad pública, tanto la publicidad activa 

como el derecho de acceso a la información pública, así como la reutilización de 

datos o "datos abiertos". 

¶ En el título II, denominado "Buen gobierno", se desarrollan los principios éticos 

y de actuación que deben regir en las actuaciones de los miembros del Consell, 

sus altos cargos y los directivos asimilados del sector público instrumental de la 

Generalitat.  

¶ El título III, denominado "Régimen sancionador", se establece y detalla el 

régimen sancionador con el objetivo de prevenir su incumplimiento y garantizar 

su aplicación en el ámbito autonómico, sin perjuicio del régimen sancionador 

previsto en el título II de la Ley 19/2013, de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno. 
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¶ El título IV, denominado "Garantías de transparencia y buen gobierno", se 

establece la regulación de las funciones, competencias y funcionamiento del 

Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno.  

¶ Por último, el título V, denominado "Participación ciudadana", donde se regulan 

los derechos a la participación directa de los ciudadanos en los asuntos públicos 

y se establecen mecanismos para su aplicación efectiva. 

En esta ley se establecen diferentes reglas referentes al objeto de estudio de este 

trabajo que es la transparencia y su gestión en los ayuntamientos, en base al ámbito 

subjetivo de la ley, que se regula en sus artículos 2 y 3. En primer lugar, el artículo 2 

incluye a la administración de la Generalitat y su sector público instrumental incluyendo 

los órganos estatutarios8, las entidades que conforman la administración local 

valenciana, así como en el artículo 3 de la ley ŜǎǘŀōƭŜŎŜ άotros sujetos ƻōƭƛƎŀŘƻǎέΦ9 Como 

se ha mencionado anteriormente, el articulo 2 (El artículo 2.1. apartado d) establece 

como sujeto pasivo a las entidades integrantes de la Administración local de la 

Comunidad Valenciana y sus entidades de su sector público vinculadas o dependientes) 

por lo que cita a las entidades locales valencianas como sujeto pasivo y obligado, por lo 

que resulta de aplicación para la administración municipal valenciana y, por ende, de 

aplicación para el desarrollo del presente trabajo. 

                                                           
8 Les Corts, el Síndic de Greuges, la Sindicatura de Comptes, el Consell Valencià de Cultura, la Acadèmia 
Valenciana de la Llengua, el Comité Econòmic i Social y el Consell Jurídic Consultiu. También, se incluyen 
las entidades integrantes de la administración local de la Comunitat Valenciana y las entidades de su 
sector público vinculadas o dependientes, las universidades públicas valencianas y las entidades de su 
sector público vinculadas o dependientes, las corporaciones de derecho público, respecto de las 
actividades sujetas a derecho administrativo y las asociaciones constituidas por las administraciones 
públicas, organismos y entidades mencionadas en tal artículo. 
9 Referentes a los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales o las 
entidades privadas que perciban durante el periodo de un año ayudas o subvenciones públicas en una 
cuantía superior a 100.000 euros o cuando, al menos, el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan 
carácter de ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros. 
Este mismo artículo, obliga a cualquier persona jurídica privada que perciba ayudas o subvenciones 
durante el periodo de un año de la administración autonómica o de cualquier otra entidad enumerada en 
el artículo anterior, por importe superior a 10.000 euros, así como las personas físicas que desarrollen 
actividades económicas o profesionales para las que hayan percibido ayudas o subvenciones de la 
administración autonómica o de cualquier otra entidad enumerada en el artículo anterior en el periodo 
de un año, por un importe superior a 10.000 euros.  Por último, también obliga a las entidades privadas o 
personas jurídicas que presten servicios públicos, así como a las personas físicas o jurídicas distintas de 
las referidas en los artículos anteriores que presten servicios públicos o ejerzan funciones delegadas de 
control u otro tipo de funciones administrativas.  
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En primer lugar, ya en el preámbulo se dispone que en lo que concierne a las 

administraciones locales, se opta a que sean estas, en uso de la autonomía que tienen 

reconocida, las que amplíen sus obligaciones de publicidad activa sobre las establecidas 

en la legislación estatal básica mediante la aprobación de sus propias normas u 

ordenanzas. También, a los efectos de lo previsto en la ley, las entidades locales de la 

Comunidad Valenciana tendrán la consideración de administraciones públicas. 

A tenor del artículo 7,  se dispone de la Transparencia en la actividad pública donde se 

establece que la Generalitat y las organizaciones comprendidas en el artículo 2 

mencionadas anteriormente, (incluidas las entidades que comprenden las 

administración local) actuarán con transparencia y la promoverán mediante la 

publicidad y difusión de la información y la actividad pública mediante la utilización de 

diferentes canales, especialmente a través de internet, en términos que se establezcan 

en esta ley y en la Ley 19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno, fomentado y ofreciendo las garantías necesarias para el acceso a la 

información pública por la ciudadanía, ya sea en soporte papel como digital. 

En cuanto a la base por la que se ha de entender o inspirarse y aplicarse la ley 

autonómica, en el número 2 se establecen los principios generales a los efectos de 

interpretación y aplicación de la ley, y son los de: Transparencia; Publicidad; Libre acceso 

a la información pública por la ciudadanía; Orientación a la ciudadanía; Modernización 

y neutralidad tecnológica; Responsabilidad y Rendición de cuentas; y Reutilización de la 

información, los cuales se desarrollan en un apartado posterior. 

En base a los anteriores principios y con la finalidad de realizar un control sobre su 

aplicación respecto de cada ítem o informaciones que se deba ofrecer de manera 

proactiva dentro de cada área informativa. Por ello, se hace referencia al término que la 

normativa entiende como άinformación públicaέΣ ŘƛǎǇǳŜǎǘƻ Ŝƴ Ŝƭ artículo 4 έŜƭ conjunto 

de contenidos o documentos que obren en poder de cualquiera de los sujetos incluidos 

en el ámbito de aplicación de esta ley y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 

ejercicio de sus funcionesέΦ Por lo que información pública se entiende de manera muy 

extensa, aunque siempre respetando los límites señalados en el artículo 14 y 15 de la 

LTAIBG. 
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Así pues, la ley remarca en el artículo 8 que las entidades que forman la Administración 

local de la Comunidad ±ŀƭŜƴŎƛŀƴŀ άǎǳƧŜǘŀǊłƴ ǎǳǎ ƻōƭƛƎŀŎƛƻƴŜǎ Ře publicidad activa a lo 

establecido en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley 19/2013, y a las normas y ordenanzas que 

Ŝƭƭŀǎ ƳƛǎƳŀǎ ŀǇǊǳŜōŜƴ Ŝƴ ǳǎƻ ŘŜ ǎǳ ŀǳǘƻƴƻƳƝŀέΦ tƻǊ ƭƻ ǉǳŜ ǎŜ Ƙŀ ŘŜ ǊŜŀƭƛȊŀǊ ǳƴ ŀƴłƭƛǎƛǎ 

entre estos elementos/indicadores de publicidad activa para el desarrollo de la 

metodología que se pretende ofrecer, aunque si, se han de entender sin perjuicio de la 

aplicación de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más amplio en 

materia de publicidad sobre las obligaciones de transparencia contenidas en el Capítulo 

I, ya que tienen carácter de mínimas y generales (Art.8.5, LTV). 

Por ello, cabe hacerse la pregunta de si, en caso de que la ley estatal no contemple 

diferentes aspectos o apartados de información, se aplicará de manera supletoria la ley 

autonómica, ya que en el artículo 9 se establece la difusión de la información en las 

organizaciones comprendidas en el artículo 2, punto 3.1 (incluidas las entidades que 

integran la administración local) que han de publicar como mínimo en sus páginas web, 

de manera actualizada y estructurada, la información regulada en la LTV de índole 

económica, presupuestaria, estadística, organizativa y jurídica no contemplada en la ley 

estatal ni en la normativa que establezca cada municipio en el uso de su autonomía.  

tƻǊ ƻǘǊŀ ǇŀǊǘŜΣ ȅ Ŝƴ Ŝƭ łƳōƛǘƻ ŘŜƭ ά.ǳŜƴ DƻōƛŜǊƴƻέΣ Ŝƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ нт ǎŜƷŀƭŀ ǉǳŜ Ŝƭ /ƽŘƛƎƻ 

de buen gobierno que elabora el Consell, basado en los principios recogidos en esta ley, 

podrá ser adoptado por las entidades locales mediante su adhesión en las condiciones 

previstas por la legislación vigente. 

Así mismo, la disposición adicional primera señala el establecimiento de colaboración 

de la Generalitat con las entidades locales valencianas, de medidas para la puesta en 

marcha de mecanismos de promoción y fomento de la transparencia, acceso a la 

información pública y participación ciudadana en el ámbito autonómico local. 

En cuanto al derecho de acceso a la información a nivel local valenciano, ya se ha 

señalado con anterioridad que los ayuntamientos deben designar a un órgano 

competente en materia de publicidad activa, el cual deberá atender y dar respuesta a 

las solicitudes de acceso a la información pública. En caso de su incumplimiento este es 
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el órgano competente para establecer las correspondientes sanciones derivadas de la 

normativa.  

En relación a la administración electrónica, como las solicitudes se han de presentar 

άǇǊŜŦŜǊŜƴǘŜƳŜƴǘŜ ǇƻǊ ǾƝŀ ǘŜƭŜƳłǘƛŎŀέΣ ƭƻǎ ayuntamientos podrán poner a disposición de 

los ciudadanos plataformas informáticas que faciliten tal tarea, aunque cabe señalar que 

las solicitudes también podrán presentarse por medios ordinarios. Hay que señalar un 

remarque muy importante y de mejora sobre el silencio administrativo, ya que tal ley 

establece el silencio administrativo positivo o estimatorio, frente al negativo de la ley 

LTAIBG estatal en los casos del transcurso del plazo legal para la contestación a la 

solicitud de derecho de acceso a la información. 

En cuanto a datos abiertos, cabe señalar que los ayuntamientos valencianos deberán 

exponer en la web toda aquella información de carácter estadístico o producto de la 

investigación científica y técnica que pueda ser aprovechada por los ciudadanos, en 

formatos accesibles y reutilizables. De manera indicativa, algunas materias en las que 

pueden ofrecerse datos son: 

¶ Información económica y presupuestaria 

¶ Vivienda 

¶ Transporte 

¶ Urbanismo e infraestructuras 

¶ Cultura y ocio 

¶ Población 

¶ Servicios 

¶ Sector público 

¶ Medio ambiente 

Además, como objeto del trabajo, el Decreto 105/2017, de 28 de julio, del Consell, de 

desarrollo de la Ley 2/2015, de 2 de abril, de la Generalitat, en materia de transparencia 

y de regulación del Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno establece diferentes regulaciones el derecho de acceso a la información 

pública. El título I se incluye el objeto del decreto y su ámbito de aplicación, en base al 

artículo 2.1 apartado c), a las entidades integrantes de la administración local de la 
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Comunidad Valenciana. No obstante, las disposiciones de este Decreto relativas a 

publicidad activa (Capítulo I del Título II), a la reutilización de la información pública 

(Capítulo III del Título II) y a la organización administrativa en materia de transparencia 

(Título III), se aplican únicamente a la administración de la Generalitat y su sector público 

instrumental.  

Por consiguiente, resultará de aplicación lo dispuesto para el Derecho de acceso a la 

información pública (Capítulo II del Título II), el Régimen sancionador (Título IV) y sobre 

las disposiciones establecidas para el Consejo de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Buen Gobierno (Título V) únicamente en lo relativo al ámbito de actuación en 

materia de acceso a la información pública (Artículo 74 del Decreto) sobre las entidades 

integrantes de la Administración local de la Comunidad Valenciana y las entidades de su 

sector público vinculadas o dependientes.  

En primer lugar, el Capítulo II, referido al derecho de acceso a la información pública, se 

divide en cuatro secciones y matiza diferentes apartados de la ley de transparencia 

valenciana. Cabe prestar atención sobre el matiz de las causas de inadmisión de 

solicitudes, la aplicación de los límites al derecho de acceso y el desarrollo del régimen 

de reclamaciones ante el Consejo de Transparencia Valenciano. En cuanto al primer 

aspecto relevante para el presente trabajo que se refleja en este Decreto, el artículo 42 

estable el derecho de acceso en base a que cualquier ciudadano o ciudadana ostenta el 

derecho de acceso a los contenidos o documentos, sin motivación10, cualquiera que sea 

su formato o soporte, ya sea título individual o en representación de cualquier 

organización legalmente constituida, que obren en poder de alguno de los sujetos 

incluidos en el ámbito de aplicación de este decreto mediante solicitud previa, sin más 

limitaciones que las contempladas en los artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre.  

Este derecho se entenderá sin perjuicio de otros, como, por ejemplo, el derecho de 

petición o de los servicios de atención a la ciudadanía que los sujetos obligados ofrezcan, 

en relación con las quejas, sugerencias, consultas o peticiones de información general 

sobre el funcionamiento de dichas entidades o sobre sus novedades o procedimientos. 

                                                           
10 Aunque su motivación será valorada para ponderar su procedencia. 
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Las solicitudes de acceso a la información pública se podrán presentar, a lo que respecta 

a nivel municipal, únicamente por la sede electrónica o web institucional del organismo 

o entidad de que se trate y en cualquiera de los lugares previstos en el artículo 16 de la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre.  

Cabe resaltar la inclusión de un artículo sobre la inadmisión por el uso abusivo del 

derecho de acceso del artículo 49, el que establece que cuando el derecho de acceso se 

origine con la finalidad de causar un perjuicio o alteración ilegítimos al órgano o entidad 

a la que se dirige o a sus titulares o dependientes o existe desproporción entre la 

relevancia de la información solicitada y el tiempo y los recursos necesarios para 

obtenerla. Por último, sobre el derecho de acceso se establece que se regirán por su 

normativa específica y por este decreto con carácter supletorio aquellas materias que 

tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la información. 

En cuanto a lo que se refiere al régimen sancionador establecido en el título IV del 

Decreto, desde la regulación establecida en la Ley 2/2015, de 2 de abril, en el que se 

desarrollan varios aspectos cruciales para la seguridad jurídica, se presta mayor 

concreción de algunos conceptos jurídicos y la clarificación de los órganos que en cada 

caso ejercen las competencias sancionadoras aunque, sin perjuicio del régimen 

sancionador previsto en el título II de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y sin menoscabo 

de otras responsabilidades que pudieran concurrir. En este sentido, se establecen los 

criterios de aplicación de las infracciones en materia de transparencia y acceso a la 

información (artículo 70) donde a los efectos de la aplicación de las infracciones 

establecidas en los artículos 31, 32 y 33 de la Ley 2/2015, de 2 de abril se establece que: 

¶ Se entenderá que una denegación del derecho de acceso a la información 

pública es arbitraria cuando la resolución desestimatoria no esté motivada. 

¶ Se entenderá por incumplimiento reiterado la comisión en el término de dos 

años de más de un incumplimiento cuando así haya sido declarado por 

resolución firme. 

¶ Se entenderá que un incumplimiento es injustificado cuando no haya una 

causa legal que lo justifique. 
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¶ Se entenderá por principio de veracidad lo establecido en el artículo 6.3 de 

este decreto: la información debe ser cierta y exacta, asegurando que 

procede de documentos respecto de los que se ha verificado su autenticidad, 

fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia. 

El título V incluye la regulación del Consejo de Transparencia, con la que se completa lo 

dispuesto en la Ley 2/2015, de 2 de abril. Se dispone de una serie de normas para el 

funcionamiento del órgano, sin perjuicio de la normativa organizativa interna que el 

propio Consejo Valenciano puede aprobar en virtud de su independencia y su facultad 

de autoorganización, el cual se desarrolla en un apartado propio posterior. 

Por último, en sentido del Gobierno Abierto y en relación funcional que tiene con la 

transparencia, el Buen gobierno, establecido en el artículo 27 de la ley de transparencia 

ǾŀƭŜƴŎƛŀƴŀ ό[¢±ύ ǎŜ ŘƛǎǇƻƴŜ ƭŀ ǇƻǎƛōƛƭƛŘŀŘ ŘŜ ǉǳŜ Ŝƭ ŎƽŘƛƎƻ ŘŜ ōǳŜƴ ƎƻōƛŜǊƴƻΥ άtƻŘǊł ǎŜǊ 

adoptado por las entidades locales, mediante su adhesión en las condiciones previstas 

ǇƻǊ ƭŀ ƭŜƎƛǎƭŀŎƛƽƴ ǾƛƎŜƴǘŜέΦ tƻǊ ƭƻ ǉǳŜ ƭŀǎ ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƻƴŜǎ ƳǳƴƛŎƛǇŀƭŜǎ όayuntamientos) 

podrán adherirse de forma voluntaria al código de buen gobierno mediante acuerdo del 

Pleno. 

 

2.2.2. ANTECEDENTES NORMATIVOS DE APLICACIÓN EN LA TRANSPARENCIA A 

NIVEL MUNICIPAL 
 

Por último, señalar la normativa nacional de aplicación municipal que tenga relación con 

la configuración de la transparencia a nivel municipal en toda España, incluida la 

Comunidad Valenciana. En este apartado se desarrolla la normativa local dictada a nivel 

estatal, para conocer los diferentes ítems o elementos que establece tal normativa 

básica en relación con la transparencia o publicidad, el acceso a la información pública, 

así como parte de la rendición de cuentas en este ámbito territorial, para la consecución 

de dos objetivos.  Uno es el de conocer y analizar la normativa sectorial y territorial que 

afecte a nivel municipal sobre publicidad y transparencia, y el otro, ofrecer el marco 

normativo de referencia al que se habrá de atender, aparte del de los apartados de 

normativa estatal y autonómica anteriores, para la consecución del producto que se 
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pretende ofrecer, que es el de una metodología para el desarrollo de una auditoría de 

transparencia municipal. La normativa a la que se ha de atender es la siguiente: 

¶ Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local o LBRL. 

¶ Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto 

refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local. 

¶ Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 

Entidades Locales o ROF. 

¶ Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el régimen de las 

retribuciones de los funcionarios de Administración Local. 

¶ Real Decreto 896/1991, de 7 de junio, por el que se establecen las reglas básicas 

y los programas mínimos a que debe ajustarse el procedimiento de selección de 

los funcionarios de Administración Local. 

¶ Real Decreto 480/1993, de 2 de abril, por el que se integra en el Régimen General 

de la Seguridad Social el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

funcionarios de la Administración Local. 

¶ Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

¶ Real Decreto 1463/2007, de 2 de noviembre, por el que se aprueba el 

reglamento de desarrollo de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, de Estabilidad 

Presupuestaria, en su aplicación a las entidades locales. 

¶ Real Decreto 705/2002, de 19 de julio, por el que se regula la autorización de las 

emisiones de Deuda Pública de las entidades locales. 

¶ Real Decreto 500/1990, de 20 de abril por el que se desarrolla el capítulo primero 

del título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las 

Haciendas Locales, en materia de presupuestos. 

¶ Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 

Administración Local o LRSAL. 

¶ Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico 

del control interno en las entidades del Sector Público Local. 
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¶ Real Decreto 337/2018, de 25 de mayo, sobre los requisitos aplicables a las 

previsiones macroeconómicas y presupuestarias. 

¶ Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico 

de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional. 

Primeramente, cabe mencionar los ítems o elementos legales más contundentes y 

delimitados en el ámbito local relacionados con la transparencia o publicidad. Así pues, 

el artículo 18.1.e) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 

Local o LBRLΣ Ƙŀōƛƭƛǘŀ Ŝƭ άderecho de los vecinos a ser informados, previa petición 

razonada, y a dirigir solicitudes a la Administración municipal con relación a todos los 

ŜȄǇŜŘƛŜƴǘŜǎ ƻ ŘƻŎǳƳŜƴǘŀŎƛƽƴ ƳǳƴƛŎƛǇŀƭέ, conforme a lo previsto en el artículo 105 de 

la CE. Así mismo, el artículo 69 obliga a las Corporaciones Locales a difundir la más amplia 

información sobre su actividad. También, en el artículo 77 se enmarca el acceso de los 

electos a la información municipal.  

Así pues, el Capítulo IV del Título V de la LBRL denominado la άinformación y 

participación ciudadanaέΣ ǎŜ dispone de una serie de medidas relacionadas con la 

transparencia y la publicidad de los asuntos públicos. En primer lugar, señala la 

obligación de las Corporaciones Locales de facilitar la información sobre su actividad y 

la participación de todos los ciudadanos en la vida local (art. 69). En segundo lugar, se 

refieren a la publicidad de las sesiones del pleno de las entidades locales, cuyas 

convocatorias y órdenes del día deben transmitirse a los medios de comunicación social 

de la localidad y publicarse en el tablón de anuncios de las Corporaciones, art. 229.1 del 

Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el reglamento de 

organización, funcionamiento y régimen jurídico de las entidades locales (ROF), y la 

obligación de notificar a las asociaciones vecinales registradas, cuando así lo soliciten 

expresamente y en el orden del día figuren cuestiones relacionadas con el objeto social 

de la entidad, (art. 234.a) ROF). Además, cabe señalar que, el art.  88.2 ROF añade la 

posibilidad de retransmisión en audio o video por iniciativa de la entidad. Sin embargo, 

las sesiones de la Junta de Gobierno Local no son públicas, aunque sí lo son las decisiones 

relativas a las atribuciones delegadas por el pleno, aunque en todo caso, según el 

artículo 229.2 del mismo reglamento señala que son públicos los acuerdos adoptados. 

En el caso de los municipios de gran población se dispone expresamente que sus 
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sesiones sean secretas. En tercer lugar, la publicidad, ya sea mediante publicación o 

notificación, de los acuerdos de las corporaciones locales en la forma prevista por la ley. 

Las ordenanzas y el resto de la articulación normativa sobre planificación urbanística y 

los acuerdos correspondientes a éstas, cuya aprobación definitiva sea competencia de 

los entes locales, se han de publicar en el Boletín Oficial de la Provincia (BOP), y las 

entidades que tengan atribuidas competencias urbanísticas deben tener a disposición 

de los ciudadanos que lo soliciten copias completas del planeamiento vigente en su 

ámbito territorial, así como los documentos de gestión y los convenios urbanísticos y 

publicarán por medios telemáticos el contenido actualizado de los instrumentos de 

ordenación territorial y urbanística en vigor (art. 70 LRBRL). 

También, se prevé la transparencia de los acuerdos realizados en el Pleno referentes a 

la retribución de los cargos con dedicación total o parcial, régimen de dedicación, 

indemnizaciones, asistencias y acuerdos del presidente de la Corporación determinando 

los miembros de la misma que realicen funciones en régimen de dedicación exclusiva o 

parcial, la de las declaraciones anuales de bienes y actividades, la de instrumentos de 

ordenación y estructuración de los recursos humanos, relaciones de puestos de trabajo, 

plantilla, oferta de empleo público, convocatoria y base de los procesos selectivos, perfil 

del contratante, convocatoria y bases de las subvenciones, presupuestos generales y 

demás documentación económico-financiera.  

Por último, la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 

Administración Local (LRSAL) obliga a dar publicidad de la masa salarial del personal 

laboral del sector público local y semestralmente del número de personal eventual. De 

manera resumida, se puede apreciar diferentes ítems o indicadores a los cuales deberá 

atenderse para la adaptación del contexto estatal de la transparencia al ámbito 

municipal (Campos, 2014): 

¶ Obligación de facilitar información sobre la actividad de la gestión y la 

participación de los ciudadanos en la esfera local.  

¶ Publicidad de las sesiones plenarias (con la salvedad del artículo 18.1 de la CE). 

¶ Publicación de los acuerdos que adopten las corporaciones locales se publican 

en la forma prevista por la Ley. 



63 
 

¶ Derecho a obtener copias y certificaciones acreditativas de los acuerdos de las 

corporaciones locales y sus antecedentes, así como a consultar los archivos y 

registros, conjunto al derecho de todos los vecinos a ser informados, previa 

petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración municipal en relación 

a todos los expedientes y documentación municipal (artículo 18.1.c de la LBRL), 

ambos en los términos que disponga la legislación de desarrollo del artículo 105, 

párrafo b), de la CE. 

¶ Obligación de establecer y regular los procedimientos y órganos adecuados para 

la efectiva participación de los vecinos en los asuntos de la vida pública local.  

¶ Impulsar la utilización interactiva de las tecnologías de la información y la 

comunicación para facilitar la participación y la comunicación con los vecinos, 

para la presentación de documentos y para la realización de trámites 

administrativos, de encuestas y, en su caso, de consultas ciudadanas.  

¶ Derecho de acceso y copia de los instrumentos de ordenación territorial y 

urbanística vigentes en su ámbito territorial, de los documentos de gestión y de 

los convenios urbanísticos.  

¶ Publicación por medios telemáticos del contenido actualizado de los 

instrumentos de ordenación territorial y urbanística en vigor, del anuncio de su 

sometimiento a información pública y de cualesquiera actos de tramitación que 

sean relevantes para su aprobación o alteración.  

En cuanto al ámbito organizativo del ayuntamiento, (en consonancia con el artículo 611 

de la LTAIBG y bajo el articulo 9 apartado 3.212 de la LTV y en lo no contemplado por su 

                                                           
11 Se incluyen en el artículo 6 de la LTAIBG: Información organizativa: Publicación de información relativa 
a las funciones que desarrollan, la normativa que les sea de aplicación, así como a su estructura 
organizativa mediante un organigrama actualizado que identifique a los responsables de los diferentes 
órganos y su perfil y trayectoria profesional. 

12 Se incluyen en el artículo 9 apartado 3.2 de la LTV: a) La estructura organizativa de cada organización, 
funciones que desarrolla, sus órganos y centros directivos, sede, dirección y los distintos medios de 
contacto de aquéllos y la identificación de sus responsables; b) La plantilla orgánica de plazas, la relación 
de puestos de trabajo o instrumento análogo de planificación de los recursos humanos y retribución 
económica anual; c) La relación de puestos de trabajo o plazas reservadas a personal eventual, entidad, 
centro directivo u órgano al que se encuentran adscritos y retribución íntegra anual; d) La oferta anual de 
empleo público incluyendo sus convocatorias y estado de desarrollo y ejecución; f) Las resoluciones de 
autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a sus empleados; g) La relación actualizada 
de los procedimientos administrativos, con indicación de los que están disponibles en formato 
electrónico, así como las sedes de los registros en los que pueden presentarse escritos y comunicaciones; 
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normativa específica) cabe señalar los distintos ítems de publicidad referente a 

información organizativa local, en base a los dispuesto por Campos (2014):  

¶ Acuerdos plenarios referentes a retribuciones de los cargos con dedicación 

exclusiva y parcial y régimen de dedicación de estos últimos, indemnizaciones y 

asistencias, así como los acuerdos del presidente de la corporación con 

indicación de los miembros integrantes que realizarán sus funciones en régimen 

de dedicación exclusiva o parcial. 

¶ Declaraciones anuales de bienes y actividades serán publicadas con carácter 

anual.  

¶ Instrumentos de ordenación y estructuración de los recursos humanos. Relación 

de puestos de trabajo, plantilla, oferta de empleo público, convocatoria y bases 

de los procesos selectivos.  

¶ La información que integra el perfil del contratante. 

¶ Convocatorias y bases de procesos de subvenciones.   

¶ Masa salarial del personal laboral del sector público local y publicación 

semestral del número de personal eventual (Ley 27/2013, de 27 de diciembre, 

de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local o LRSAL). 

Por último, cabe señalar en este apartado que, en la Comunidad Valenciana, la 

Federación Valencƛŀƴŀ ŘŜ aǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ȅ tǊƻǾƛƴŎƛŀǎ όC±atύ ǎǳǎŎǊƛōƛƽ ǳƴ άtǊƻǘƻŎƻƭƻ ŘŜ 

Intenciones sobre la Carta de Buenas Prácticas en la Administración Autonómica y Local 

de la Comunidad ±ŀƭŜƴŎƛŀƴŀέ Ŝƭ Ŏǳŀƭ ŜȄǇǊŜǎŀ Ŝƭ ŎƻƳǇǊƻƳƛǎƻ ŘŜƭ /ƻƴǎŜƭƭ Ƨǳƴǘƻ ŀ ƭŀǎ 

Administraciones Locales con la ciudadanía como complemento de los derechos de los 

ciudadanos garantizados por la Constitución y el ordenamiento jurídico.  

                                                           
h) La cartera de servicios; así como las cartas de servicios, y los procedimientos para presentar quejas o 
reclamaciones y los informes sobre el grado de cumplimiento y calidad de los servicios públicos, así como 
la información disponible que permita su valoración; i) Información estadística desagregada sobre el 
número y distribución por organizaciones y órganos o entidades de los representantes sindicales y 
unitarios de los empleados públicos, detallando el crédito horario anual del que disponen; j) Los planes y 
programas anuales y plurianuales en los que se fijen los objetivos concretos, las actividades, los medios 
necesarios para ejecutarlos, y el tiempo previsto para su consecución. El grado de cumplimiento en el 
tiempo previsto y los resultados, deberán ser objeto de evaluación y publicación periódica, con los 
indicadores de medida y valoración; y k) Los informes de evaluación de las políticas públicas y de calidad 
de los servicios públicos. 
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Para asumir el compromiso de transparencia en los municipios (y también de las 

provincias), la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) conllevó la 

realización y aprobación de una Ordenanza tipo de transparencia, acceso a la 

información y reutilización para facilitar a los gobernantes de las EELL la inclusión de 

este elemento. La ordenanza se establece con el enfoque sobre la aplicación y desarrollo 

de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 

y buen gobierno (LTAIBG) y de la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización 

de la información del sector público (LRISP), mediante el establecimiento de normas que 

regulen la transparencia de la actuación a nivel local. También la del ejercicio del 

derecho de reutilización y acceso a la información pública, estableciendo los medios 

necesarios para ello, que serán preferentemente electrónicos. Para más información 

sobre la Ordenanza tipo de la FEMP consulte el enlace disponible13. 

Por último, cabe señalar que la Ley 2/2015, de 2 de abril, de la Generalitat, de 

Transparencia, Buen Gobierno y Participación Ciudadana, es de obligado cumplimiento 

para las entidades locales (apartado d. del artículo 1, de la LTV). Aunque no en lo que 

ǊŜǎǇŜŎǘŀ ŀ ƭŀ tǳōƭƛŎƛŘŀŘ ŀŎǘƛǾŀ Ŝƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ уΣ ȅŀ ǉǳŜ ǎŜ ŜǎǇŜŎƛŦƛŎŀ ǉǳŜέ ƭŀǎ ŜƴǘƛŘŀŘŜǎ ǉǳŜ 

forman la Administración local de la Comunidad Valenciana sujetarán sus obligaciones 

de publicidad activa a lo establecido en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y a las 

normas y ordenanzas que ellas mismas aprueben en usƻ ŘŜ ǎǳ ŀǳǘƻƴƻƳƝŀέΣ ǇƻǊ ƭƻ ǉǳŜ 

habrá que descomponer los distintos elementos que estructuran los artículos 

anteriormente mencionados. 

En cuanto a Información institucional, organizativa y de planificación, se ha de publicar 

la información relativa a las funciones que desarrollan, la normativa que les sea de 

aplicación y su estructura organizativa. En base a ello, se han de ofrecer las funciones, 

normativa y estructura organizativa, por lo que se incluirá un organigrama actualizado, 

                                                           
13 Federación Española de Municipios y Provincias o FEMP. Ordenanza Tipo de Transparencia, Acceso a la 
Información y Reutilización: En línea. disponible en: <http://femp.femp.es/files/3580-864-
fichero/Ordenanza%20Transparencia,%20Acceso%20y%20Reutilizaci%C3%B3n%20de%20la%20informa
ci%C3%B3n.pdf> [Fecha de consulta: 02/07/2019] 

http://femp.femp.es/files/3580-864-fichero/Ordenanza%20Transparencia,%20Acceso%20y%20Reutilizaci%C3%B3n%20de%20la%20informaci%C3%B3n.pdf
http://femp.femp.es/files/3580-864-fichero/Ordenanza%20Transparencia,%20Acceso%20y%20Reutilizaci%C3%B3n%20de%20la%20informaci%C3%B3n.pdf
http://femp.femp.es/files/3580-864-fichero/Ordenanza%20Transparencia,%20Acceso%20y%20Reutilizaci%C3%B3n%20de%20la%20informaci%C3%B3n.pdf


66 
 

que identifique a los responsables de los diferentes órganos, su perfil y su trayectoria 

profesional mediante la inclusión de un Currículum Vitae.  

También, se deben de publicar los planes y programas anuales y plurianuales en los que 

se fijen objetivos concretos, así como las actividades, medios y tiempo previsto para su 

consecución. Cabe señalar que deberán ser objeto de evaluación y publicación periódica 

el grado de cumplimiento de los objetivos y resultados junto con los indicadores de 

medida y valoración (Conselleria de Tansparència, Responsabilitat Social, Participació i 

Cooperació, 2019). 

¢ŀƳōƛŞƴΣ Ŝƴ ōŀǎŜ ŀƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ т ŘŜ ƭŀ [Ŝȅ мфκнлмо ǎƻōǊŜ άLnformación de relevancia 

ƧǳǊƝŘƛŎŀέΣ ǎŜ Ƙŀ ŘŜ ǇǳōƭƛŎŀǊ ƭŀ ǊŜƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ŘƛǊŜŎǘǊƛŎŜǎΣ ƛƴǎǘǊǳŎŎƛƻƴŜǎΣ ŀŎǳŜǊŘƻǎΣ ŎƛǊŎǳƭŀǊŜǎ 

o respuestas a consultas planteadas por los particulares u otros órganos en la medida 

en que supongan una interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos, los 

proyectos normativos (reglamentos) cuya iniciativa les corresponda; las memorias e 

informes que conformen los expedientes de elaboración de los textos normativos; y los 

documentos que deban ser sometidos a un periodo de información pública durante su 

tramitación.  

En cuanto la a información económica, presupuestaria y estadística, el art. 8 de la Ley 

19/2013, se han de publicar todos los contratos14 (respecto a todo el procedimiento); la 

convenios15 suscritos; subvenciones y ayudas públicas concedidas16; los presupuestos17;  

las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de 

fiscalización;  las retribuciones percibidas anualmente de altos cargos y máximos 

responsables de las entidades, así como las indemnizaciones percibidas con ocasión del 

                                                           
14 Con indicación del objeto, duración, el importe de licitación y de adjudicación, el procedimiento 
utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha publicitado, el número 
de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así como las 
modificaciones del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de desistimiento y 
renuncia de los contratos. 
15 Con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados 
a la realización de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. Igualmente, se 
publicarán las encomiendas de gestión que se firmen, con indicación de su objeto, presupuesto, duración, 
obligaciones económicas y las subcontrataciones que se realicen con mención de los adjudicatarios, 
procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la misma. 
16Con identificación y cuantificación del importe, objetivo o finalidad y beneficiarios. 
17 Con descripción de las principales partidas presupuestarias e información actualizada y comprensible 
sobre su estado de ejecución y sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera de las Administraciones Públicas 
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abandono del cargo; las resoluciones de autorización o reconocimiento de 

compatibilidad que afecta a los empleados públicos: las declaraciones anuales de bienes 

y actividades de los representantes locales18, en los términos previstos en la Ley 7/1985, 

de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local o LBRL.; la información 

estadística que permita valorar el grado de cumplimiento y calidad de los servicios 

públicos, y, por último, la relación de bienes inmuebles que sean de su propiedad o sobre 

los que ostenten algún derecho real. 

Una vez contemplada la normativa que servirá para el desarrollo metodológico, cabe 

señalar y entender que cabida tiene una auditoría de transparencia, y que elementos se 

han de auditar dentro del ámbito municipal. 

 

2.3. MARCO TEÓRICO DE LA TRANSPARENCIA MUNICIPAL 
 

Una vez descrito el marco normativo por el cual se va a guiar el presente trabajo, cabe 

realizar un análisis sobre el marco teórico de la transparencia pública municipal para 

conocer qué se entiende por transparencia, y con ello, transparencia en el municipio. 

En este epígrafe del trabajo, se introducen los conceptos que resultan potencialmente 

más relevantes para poder ofrecer un contexto sobre tal materia y responder a 

preguntas como ¿Qué se conoce como la transparencia y qué implica? ¿Cómo se 

estructura? ¿Se controla o evalúa la transparencia? ¿Quién la controla o evalúa?... entre 

otras muchas más, con la finalidad de conocer mejor las ideas y concepciones 

relacionadas con este principio o eje, como pueden ser: Rendición de cuentas o 

Accountability, Gobierno Abierto y Buena Gobernanza, Publicidad Activa, Acceso a la 

Información Pública, Open data, Open Acces y las Tecnologías de la Información, 

Comunicación y Conocimiento o TICC. 

Para el conocimiento del área externa a la transparencia, también se desarrolla y se 

analiza el funcionamiento de este principio o elemento dentro de la sistemática del 

Gobierno Abierto y su interrelación con los componentes de este paradigma de gestión 

                                                           
18 Cuando el reglamento no fije los términos en que han de hacerse públicas estas declaraciones se 
aplicará lo dispuesto en la normativa de conflictos de intereses en el ámbito de la Administración General 
del Estado. 
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pública (rendición de cuentas, participación ciudadana, colaboración, uso de las TICC, 

calidad de los servicios, etc.) para determinar el potencial que representa la 

transparencia en la coyuntura actual de la gestión pública. 

 Por consiguiente, se realiza un repaso de los componentes internos de la transparencia 

pública y de los sistemas de control o evaluación existentes en el ámbito de la 

transparencia municipal para conocer las distintas metodologías existentes dentro de 

tal ámbito, analizarlas y abstraer las ideas clave para ofrecer mayor control de 

transparencia municipal, desde una perspectiva metodológica de la auditoría, en base a 

la información analizada en el CAPÍTULO III: MARCO TEÓRICO Y JURÍDICO DE LA 

AUDITORÍA del presente trabajo. 

El producto de este capítulo es el de conocer la dimensión (externa e interna) de la 

transparencia municipal, y con ello se elaboran dos tablas, una con el cuadro resumen 

de los diferentes sistemas existentes de evaluación de la transparencia municipal (Tabla 

5) que servirá para determinar la metodología práctica de control de la transparencia 

más cercana a la ciudadanía, y otro cuadro resumen comparativo compuesto de las 

diferentes normas relevantes para el presente trabajo (ANEXOII):  

¶ Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información y buen 

gobierno. 

¶ Ley 2/2015, de 2 de abril, de la Generalitat, de Transparencia, Buen Gobierno y 

Participación Ciudadana de la Comunidad Valenciana 

¶ Ordenanza tipo de la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) 

En base a este cuadro resumen se establecerán las directrices que determinen los 

criterios, indicadores, alcancel y con ello, preguntas, riesgos, etc., que de manera 

recurrente, se necesitará en el momento de seguir e implementar la metodología que 

se ofrece en el CAPÍTULO IV: AUDITORÍA DE TRANSPARENCIA EN LOS AYUNTAMIENTOS 

DE LA COMUNIDAD VALENCIANA: UN ENFOQUE MOTODOLÓGICO, y en base a los 

manuales y buenas prácticas ofrecidas por las diferentes organizaciones y entidades de 

Fiscalización Superior existentes en sector público español, relevantes para el presente 

trabajo que son: INTOSAI y las ISSAI-ES, Tribunal de Cuentas Europeo y los manuales de 

auditoría de gestión y de cumplimiento, ratificados por el estado español, en el que se 
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encuentra el Tribunal de Cuentas Español, como supremo órgano fiscalizador de las 

cuentas del estado y, en base al objetivo de centrarse en los municipios de la Comunidad 

Valenciana, referencia a la Sindicatura de Comptes de tal autonomía, todas ellas 

proactivas en el fomento de la transparencia, tanto dentro de los órganos a controla-

evaluar-auditar-fiscalizar, como dentro de las propias organizaciones actuando como 

ejemplo para los sujetos a tal control. 

 

2.3.1. CONCEPTUALIZACIÓN DE LA TRANSPARENCIA MUNICIPAL 
 

Para llegar a entender lo que significa y se requiere para poder ser transparente en el 

ámbito municipal, se requiere previamente entender que se entiende por transparencia. 

En tal sentido, desde un aspecto metafórico y en relación al ámbito de la gestión del 

sector público, ser transparente conlleva una serie de requisitos que los distintos 

autores describen y que se mencionan a continuación. Una vez entendido tal término se 

realizará una analogía para el ámbito de la gestión de la transparencia pública 

municipal19.  

Dicho lo anterior y en este camino, la transparencia es apreciada como metáfora y tal 

vez sea entendida de mejor manera como analogía. El uso primordial de la palabra 

ά¢ǊŀƴǎǇŀǊŜƴŎƛŀέ Ŝǎ ŜƳǇƭŜŀŘŀ ǇŀǊŀ ǊŜŦŜǊƛǊ ŀ ƭŀ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘ ŦƝǎƛca. Tal y como dice el Oxford 

English DictionaryΣ Ŝǎ ǇƻǎŜŜǊ άƭŀ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘ ŘŜ ǘǊŀƴǎƳƛǘƛǊ ƭǳȊΣ ŘŜ ƳŀƴŜǊŀ ǉǳŜ ǇŜǊƳƛǘŜ 

ƘŀŎŜǊ ǾƛǎƛōƭŜǎ ƭƻǎ ŎǳŜǊǇƻǎ ǉǳŜ Ŝǎǘł ŘŜǘǊłǎ ŘŜ Ŝƭƭŀέ20. En su uso metafórico, se entiende 

que es la capacidad de ser observado sin distorsiones o ruido que impida, desvirtúe o 

limite tal observación. 

Consecuentemente y desde una perspectiva del ámbito público, para poder ser 

άǘǊŀƴǎǇŀǊŜƴǘŜέ Ŝǎ ƴŜŎŜǎŀǊƛƻ ŜȄǇƻƴŜǊ ŘŜ ƳŀƴŜǊŀ óptima21 (oportuna, sencilla, 

entendible, estructurada, desarrollada, legible por máquinas para su tratamiento, entre 

otros aspectos) la información sobre la planificación, la implementación, el desempeño 

                                                           
19 Referente al nivel ofrecido y ejercicio realizado en pro de la transparencia respecto del ámbito de 
actuación que le compete al municipio y ayuntamiento de que se trate. 
20 The compact edition of the oxford english dictionary 3383 (1971). 
21 Óptimo referente al qué, cómo, cuándo, cuánto, dónde, por qué, para qué, etc. con una finalidad social 
que sea funcional y en base a una mejora continua sobre los aspectos mencionados. 
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concomitante y el resultado final de la gestión de los recursos públicos. La transparencia, 

como se señala posteriormente, es uno de los tres pilares fundamentales del Gobierno 

abierto (ONTSI, 2013), y como tal, referido a la holística de la información que resulte 

relevante sobre la gestión que realiza un gobierno en el desempeño de sus funciones, 

con arreglo a los recursos públicos potencialmente productivos, que permita actuar de 

forma óptima y poder ejercer de manera eficaz el control ciudadano, al ser conocedor 

de información objetiva, fiable y verídica, oportuna, independiente, etc.., sobre tal 

actuación pública y para tomar decisiones sobre quién o qué formación política debe 

representar sus intereses en la esfera pública municipal.  

Pero, a modo de aumentar la precisión de lo que significa transparencia en el ámbito de 

la democracia y el sentido público municipal (gestión pública de los recursos públicos 

más cercanos al conjunto de la ciudadanía), se hace una revisión de lo que señalan los 

diferentes autores y profesionales del tema. Señalando a De León (2008), tal autor 

ofrece la conclusión de que existe un fuerte consenso, a nivel global, de que la 

transparencia es una parte indispensable y determinante en los procesos democráticos. 

En este sentido, en democracias debilitadas existe poca transparencia y, en su contra, 

en los países con una cultura democrática más madura, es donde se promueve la 

transparencia de la información (De León, 2008). En estas sociedades, la transparencia 

mejora la gobernanza y reduce la aparición de conductas conducentes a la corrupción. 

Por lo tanto, la transparencia, en cuanto a la publicación y difusión de la información y 

el acceso a la toma de decisiones, capacita a la sociedad civil para el fortalecimiento y 

desempeño de un nuevo rol.  

La transparencia pues, άcapacita a la sociedad civil para responsabilizar al gobierno y a 

las personas responsables de la toma de decisiones, fomentar la buena gobernanza, 

mejorar las políticas públicas y la eficiencia y luchar contra la corrupciónέ ό±ƛƭƭƻǊƛŀΣ нлмнύ. 

En base al desarrollo de la primera idea de capacitación de la sociedad civil del párrafo 

anterior, la transparencia es un elemento necesario para que las distintas dimensiones 

de la rendición de cuentas se basen en información objetiva para su óptimo 

funcionamiento, desmintiendo las noticias falsas o Fake News que conducen a error, e 
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impidiendo así la manipulación política22 y, por ende, garantizar la participación no 

manipulada (Villoria, 2012 y Schedler, 2011) y, con ello, fomentar y consolidar una 

mayor inercia, inclusión e interés sobre el control, por parte de los actores o agentes 

sociales, del ámbito público.  También, cabe resaltar la idea ŘŜ άun mayor aumento de 

la eficacia y eficiencia de la acción ƎǳōŜǊƴŀƳŜƴǘŀƭέ (Lizcano et al., 2012)., debido a que 

tiende a dotar de mayor objetividad a las decisiones públicas, aumentan la seguridad 

jurídica y colabora positivamente en la recuperación de la legitimidad institucional 

pública (Villoria, 2012).  

Así mismo, Transparencia Internacional España (TI-España o TI-E) la define como 

άcualidad de cualquier tipo de organización o persona (pública o privada) de ser abierta 

en la divulgación de información, normas, planes, procesos y accionesέΣ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƽƴ ƭŀ 

cual la comprende desde un aspecto integral de cualquier actuación, 

independientemente del sector donde se halle23 (público o privado), si repercute de 

cualquier manera al resto de agentes sociales. Como regla general, los funcionarios 

públicos, empleados públicos, gerentes y directores de empresas y organizaciones, y las 

juntas directivas tienen la obligación de actuar de manera visible, predecible y 

comprensible en la promoción de la participación y la rendición de cuentas. La 

transparencia pues, άes el requisito previo para una democracia sólida y funcional, las 

personas tienen derecho a saber qué está haciendo su gobierno de manera integralέ ό¢L-

España, 2018).  

Así pues, la INTOSAI por su parte, en la ISSAI 20 - Principios de transparencia y rendición 

de cuentas, establece la transparencia como una presión que, si se aplica de manera 

coherente, puede facilitar el combate contra la corrupción, mejorar el gobierno y 

promover la obligación de rendir cuentas. Transparencia pues, se refiere a la 

información pública difundida de manera oportuna, fidedigna, clara y pertinente, sobre 

su situación, competencia, estrategia, actividades, gestión financiera, actuaciones y 

rendimiento de cualquier organismo sometido a derecho público que resulte o pueda 

resultar de interés para el conjunto de la ciudadanía. Además, incluye la obligación de 

informar sobre los resultados y conclusiones de las auditorías o fiscalizaciones, y 

                                                           
22 Y con ello, la manipulación sobre el ejercicio participativo de la sociedad en los asuntos públicos. 
23 Desde una perspectiva del Estado español, con los límites establecidos en la constitución y las leyes. 
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habilitar la accesibilidad de la información obtenida a la ciudadanía, de acuerdo con su 

principio número тΥ ά[ŀǎ 9C{ ƛƴŦƻǊƳŀƴ ǇǵōƭƛŎŀƳŜƴǘŜ ŘŜ ƭƻs resultados de sus auditorías 

ȅ ŘŜ ǎǳǎ ŎƻƴŎƭǳǎƛƻƴŜǎ ŀŎŜǊŎŀ ŘŜƭ ŎƻƴƧǳƴǘƻ ŘŜ ƭŀǎ ŀŎǘƛǾƛŘŀŘŜǎ ƎǳōŜǊƴŀƳŜƴǘŀƭŜǎέΣ 

concluyendo en la obligación de rendir cuentas y la de transparencia han de ir unidas, 

pues ambas abarcan a las mismas acciones (ISSAI 20, 2010). 

Por otra parte, Lizcano et al (2012), en atención a los dispuesto por la Anti-Corruption 

Resource Centre - U4 (2012), señala que la transparencia esΥ άLa cualidad de ser claro, 

honesto y abiertoέ, lo cual, άimplica que los funcionarios públicos, directivos y 

administradores tienen el deber de actuar de manera visible, predecible y comprensibleέΦ 

Tal autor también señala que άƭŀ información debe ser disponible y ha de ser suficiente 

para que otras instituciones y el público en general puedan evaluar si los procedimientos 

que se siguen son consonantes con el mandato otorgadoέΦ Por lo tanto, έƭŀ transparencia 

se considera un elemento esencial del buen gobierno responsable, que conduce a la 

asignación de los recursos, a una mayor eficiencia, y a mejores perspectivas de 

crecimiento económico en general έ ό[ƛȊŎŀƴƻ et al., 2012). 

Para Viñas (2018), la transparencia es la capacidad de una organización (sin referencia a 

que sea pública o privada) para divulgar información sobre normas, procesos, acciones 

y resultados, teniendo en cuenta que los directivos y trabajadores de dichos entes tienen 

la obligación de actuar de manera visible y comprensible en la promoción de la 

participación, cooperación y rendición de cuentas. Además, Sosa (2011) destaca que 

convergen distintas modalidades de transparencia. Esta puede ser opaca, clara, activa y 

pasiva:  

¶ La Transparencia Opaca: Es aquella cuya finalidad es impedir a los ciudadanos 

que sean controladores y conocedores de información. Se comprende por una 

situación en la que se aporta información aislada, desintegrada, innecesaria para 

disuadir a los lectores, y que desmotive en el momento de abstraer datos e 

informaciones, y con ello, desmotivar al potencial lector. 

¶ La Transparencia Clara: es aquella que άauxilia mejor control y escrutinio 

ciudadano, y habilita para que los ciudadanos sean conocedores de la 

información que resulte necesaria para poder controlar a sus representantes y 

poder tomar decisiones en consecuenciaέ, por lo que resulta necesario que se 
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aporten datos necesarios, utilizables, integrados, agregados, comparables, 

veraces, accesibles (Cotino, 2012). 

¶ La Transparencia Activa. Se basa en la aportación proactiva de bases de datos 

compatibles y reutilizables, así como toda información que resulte 

potencialmente necesaria para conocer y controlar el funcionamiento de las 

instituciones públicas. En la actualidad, la transparencia activa se realiza a través 

de plataformas integradas, (portales de transparencia, sedes electrónicas, 

páginas webs institucionales, etc.)  habilitadas por las nuevas tecnologías de la 

información, comunicación y conocimiento, las cuales permiten el acceso 

inmediato a datos en abierto24 de todo tipo que, al reutilizarse, generan un 

mayor valor añadido.  

¶ La Transparencia Pasiva. Hace referencia al derecho de acceso a la información 

bajo demanda del ciudadano όάinteresadoέ ŘŜǎŘŜ ǳƴŀ ǇƻǎƛŎƛƽƴ ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀǘƛǾŀ ŀƭ 

requerir, para su posterior ofrecimiento y recepción, una acción previa por parte 

de un administrado que se interese). Ésta puede ser obstruida o distorsionada 

mediante un exceso de datos innecesarios y una demora en la respuesta a la 

solicitud de acceso. 

La transparencia en el ámbito municipal se podría coincidir pues, como elemento o 

propiedad que incluye un gobierno local considerado como transparente, a través del 

cual, es posible contemplar de manera holística como se desempeña y se ha 

desempeñado la gestión de las autoridades y personal al servicio, sobre los recursos 

públicos para el control ciudadano mediante la publicación de datos e información de 

calidad (contenido, forma, actualización, accesibilidad, claridad/comprensible, 

estructuración, reutilización, lugar, banner).  

También, es visto como un proceso, una responsabilidad (rol ciudadano, auditoría 

cívicas, etc.), una cultura, una nueva forma de comunicación, demanda ciudadana, 

calidad democrática, etc., pues ya, García De Enterría (1995) resumía con suficiente 

                                                           
24 Referente a la Transparencia Colaborativa, la cual, es la ejercida en abierto mediante el 
almacenamiento, publicación y difusión continuada y actualizada de los datos que dispone cualquier 
organización (pública o privada). Resulta obvio que las organizaciones privadas con ánimo de lucro serán 
más reacias o menos proactivas a la difusión en abierto de datos que, en caso de no publicarse en abierto, 
les puedan resultar una ventaja competitiva al usarse y explotarse, salvo su posición antagónica (que les 
sea conveniente por esperar un retorno de algún aspecto económico deseado), para tal finalidad de lucro. 
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claridad la importancia de la Transparencia en cuanto a que άla democracia exige para 

que pueda funcionar eficazmente transparencia absoluta y, en su servicio, libertad de 

información, libertad de investigación de la gestión pública, libertad de crítica, derecho 

de pedir justificaciones al poder y a someterse a éste, en último extremo, a un juicio 

independienteέ, ya que, aparte de referirse a publicar una serie de datos, informaciones 

e indicadores en la página web, como ha destacado el autor Villoria (2014), la 

transparencia implica también un cambio cultural, organizativo y estratégico de manera 

transversal. Reforzando esa creencia, autores como Blanes (2015) ya lo ven como un 

derecho fundamental de tercera generación, el derecho a la transparencia, el cual 

engloba a su vez otros derechos:  

¶ Derecho a saber. La ciudadanía debe conocer que sucede en las instituciones, las 

cuales se desarrollan, gestionan y controlan con sus recursos. 

¶ Derecho a controlar. Puesto que, si se conoce la actuación de los poderes 

públicos, es posible controlarlos en cuanto a legalidad y oportunidad de las 

decisiones que se adoptan, pudiendo saber en este sentido, cómo se utilizan los 

fondos públicos, cuál es su destino y el impacto generado. 

¶ Derecho civil activo en la vida política. No limitar la participación al ejercicio de 

sufragio activo, el cual solo se puede hacer cada 4 años, a priori, salvo los otros 

casos que la normativa prevea. 

También, la transparencia en la gestión es vista como las técnicas de comunicación de 

la gestión y de los resultados obtenidos por dicha gestión a la ciudadanía como principal 

institución interesada, con las que se pretende establecer un sistema periódico de 

trasferencia de información de la gestión pública y de los fines conseguidos. En cuanto 

a ello, señala Guarini όнллоύ ǉǳŜ άel objetivo principal de los informes del Gobierno es la 

transmisión de la idea de responsabilidadέΣ Ŝǎ ŘŜŎƛǊΣ ǊŜƴŘƛǊ ŎǳŜƴǘŀǎ ŘŜ ǉǳŜ ƭƻ ǉǳŜ ǎŜ Ƙŀ 

realizado, el cómo, cuánto, porqué, cuándo, etc., y conjuntamente, asumir la 

responsabilidad en el ejercicio de sus funciones. En cuanto a la importancia de la emisión 

de información pública, Guarini (2003) menciona al GASB (Governmental Accounting 

Standard Board) el cual establece la prioridad la responsabilidad como eje fundamental 

de toda información, sobre todo de la financiera, pues la responsabilidad del gobierno 

está basada en el ejercicio del derecho que tiene el ciudadano de conocer los sucesos 
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ocurridos que puedan conllevar un debate de interés público entre los representantes 

políticos elegidos y los ciudadanos. Señala que el Sector Público se ha de regir por una 

ŦƛƭƻǎƻŦƝŀ ŘŜƭ άAccountabiltyέΣ ǊŜǎǇƻƴsabilidad pública. Por lo que se entiende que la 

información solo debe de tener el límite que se defina de forma imperativa y que no 

suponga un riesgo al interés general o vulnere otro tipo de derechos constitucionales, 

señala Alejos (2003). 

Pues, en base a tal entendimiento, Villoria (2012) señala que la transparencia y la 

apertura de datos, se generan sobre el buen gobierno y la buena gobernanza, 

comentadas con anterioridad. Este autor señala con más precisión que el ofrecer 

normas que promuevan y fomenten la transparencia, el establecimiento de 

procedimientos que habiliten el acceso a la información pública y la construcción de 

instituciones que garanticen la eficacia, eficiencia y economía de la normativa y los 

procedimientos en el ámbito de la transparencia e información, son estrategias clave 

para alcanzar la buena gobernanza y con ello un gobierno abierto. Siguiendo con tal 

autor, en referencia a la relación de la variable transparencia con otras en clave 

democrática y como incentivadora del Buen Gobierno y Gobierno Abierto, se establece 

que la transparencia es (Villoria, 2012): 

ü El primer paso para la rendición de cuentasΣ άya que no puede haber 

accountability si no hay informaciónέ (Schedler, 2011). 

ü Imprescindible y predecesor para la participación no manipulada. 

ü Importante para la eficiencia y eficacia gubernamental.  

ü Un elemento vital en la recuperación de legitimidad de los poderes públicos, 

dentro del sistema democrático. 

En base a lo anterior, como introducción a lo que significa o requiere ser transparente, 

señalan algunos autores mencionado anteriormente, que la transparencia es el primer 

paso para la rendición de cuentas, por lo que άno puede haber accountability si no existe 

informaciónέ (Schedler, 2011). No obstante, y en la actualidad, desde una perspectiva 

politóloga, el concepto de rendición de cuentas se ha extendido a: el control 

ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭΣ Ŝƭ ŜƭŜŎǘƻǊŀƭ ȅ Ŝƭ ǎƻŎƛŀƭ όhΩ5onnell, 1998 Y 2002; Smulovitz y Peruzzoti, 

2000). Con ello, el accountability o rendición de cuentas se ha redefinido como άproceso 
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a través del cual los gobernantes, los representantes y los servidores públicos informan, 

responden y justifican sus actos, sus decisiones y sus planes de acción a los gobernados 

y se sujŜǘŀƴ ŀ ƭŀǎ ǎŀƴŎƛƻƴŜǎ ȅ ǊŜŎƻƳǇŜƴǎŀǎ ǇǊƻŎŜŘŜƴǘŜǎέ (Villoria y Wences, 2010). Por 

consiguiente, se requiere de un sistema de publicidad y transparencia por parte de las 

instituciones públicas (y privadas) en pro del resto de la ciudadanía, para que pueda 

seguir rodando el sistema de rendición de cuentas, entendido como se ha señalado 

anteriormente por dicho autor. Transparencia Internacional España (TI-E), señala la 

existencia de tres tipos de rendición de cuentas: la Rendición de cuentas Diagonal, la 

Rendición de Cuentas Horizontal, y la Rendición de Cuentas Vertical, las cuales se 

definen a continuación (TI-E, 2009): 

¶ La rendición de cuentas diagonal se produce cuando los ciudadanos recurren a 

las instituciones gubernamentales para conseguir un control más eficaz de las 

acciones del Estado y, como parte del proceso, participan en actividades como 

formulación de políticas, elaboración de presupuestos y control de gastos.  

¶ La rendición de cuentas horizontal somete a los funcionarios públicos a 

ǊŜǎǘǊƛŎŎƛƻƴŜǎ ȅ ŎƻƴǘǊƻƭŜǎΣ ƻ ŀ ǳƴ άǎƛǎǘŜƳŀ ŘŜ ŎƻƴǘǊŀǇŜǎƻǎέΣ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ 

organismos gubernamentales (p. ej., tribunales, defensor del pueblo, 

organismos de auditoría, bancos centrales) con facultades para cuestionar, e 

incluso sancionar, a los funcionarios en casos de conducta indebida.  

¶ La rendición de cuentas vertical responsabiliza a los funcionarios públicos ante 

el electorado o la ciudadanía a través de elecciones, la libertad de prensa, una 

sociedad civil activa y otros canales similares. 

Por otro lado, en cuanto a la transparencia para la participación no manipulada, se 

señala que un mayor nivel de control y seguimiento de la actividad gubernamental por 

parte ciudadana se da cuando existen niveles de transparencia y niveles de participación 

superiores. La rendición de cuentas no se centra solo en el control, sino que incluye 

también la capacidad de los ciudadanos de demandar un diálogo democrático y 

deliberativo con los poderes públicos, lo que implica una actividad dialéctica en la que 

los poderes públicos responden, explican y justifican sus decisiones a través del diálogo 

abierto y debate (Mulgan, 2000). 
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Cabe hacer mención especial a que, la transparencia es importante para la eficiencia y 

eficacia gubernamental (Villoria, 2012), ya que existen numerosos estudios que 

relacionan la transparencia con efectos beneficiosos en el mundo de la economía, como 

los de Akerlof (1970) y Stiglitz (2000; 2002) que, actualmente tanto se cuestionan. En 

este caso, se referencia a que el sistema económico global no podría funcionar sin datos 

objetivos, independientes y fiables sobre variables e índices económicos como los de 

inflación, déficit o endeudamiento público, para poder realizar inversiones con el menor 

riego económico posible.  

En este sentido, aunque por otro lado en cuanto a mejora de eficacia y eficiencia, 

también señala el autor Villoria (2012) que la transparencia vinculada con el uso de TIC 

produce incrementos de eficiencia notables, ya que, a través de las aplicaciones y los 

portales wiki, este proceso se encuentra en una dimensión desconocida históricamente. 

Así pues, el Open Government crea la posibilidad de integrar en el sistema normativo, 

plataformas de colaboración y Wiki-Government. Con este movimiento social se ha 

consolidado una tendencia a exponer y disponer de datos y, con tal hecho, generar 

conocimiento, lo que permite llegar a una tendencia de facilidad a la incorporación de 

feedback o retroalimentación de usuarios con el propósito de la mejora de la calidad 

democrática, económica y otras que todavía no se han descubierto por haber llegado, 

en el uso habitual de las TIC por toda la ciudadanía, a una situación anteriormente 

desconocida en el desarrollo humanoΦ 9ǎ ƭƻ ǉǳŜ ƭƻǎ ǘŜŎƴƽƭƻƎƻǎ ŘŜƴƻƳƛƴŀƴ Ŝƭ άperpetual 

betaέΣ ǳƴŀ ŦǳƴŎƛƻƴŀƭƛŘŀŘ ƛƴǘŜƎǊŀŘŀ Ŝƴ Ŝƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ǉǳe permite a este su continua mejora.  

También, Cunill (2006) señala que la transparencia en la gestión pública podría mejorar 

la calidad de la democracia y de la eficiencia. En base a lo mencionado por tal autora, y 

para consolidar la idea principal de este apartado en relación a la transparencia, tal y 

como se aprecia en el Gráfico 3, existe una fuerte correlación entre la transparencia y la 

riqueza del país. Por ende, una inversión en transparencia podría significar una mejora 

de la economía por destapar, por ejemplo, la economía sumergida y todo lo que ello 

conlleva. 
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Gráfico. 3. Correlación entre transparencia y eficiencia económica o ingresos per 
cápita. 

Fuente: Banco Mundial (2004). 

Sin embargo, en países donde el grado de transparencia (calidad) es alto, se aprecia que 

la correlación con los Ingresos per Cápita es más fuerte respecto de los países donde se 

tienen unos Ingresos per Cápita inferiores y un grado de transparencia menor. Dentro 

de estos último, se aprecia a nivel visual mayor dispersión (parte izquierda del Gráfico) 

entre los ingresos per cápita y la calidad democrática. La corrupción es menor en países 

que tienen un desarrollo económico más avanzado, ya que la población suele estar 

mejor formada y educada y la separación del terreno público y el privado está mucho 

más definida (Treismann, 2007). Por lo que, en base a este autor, podría deducirse que 

el bajo crecimiento o desarrollo económico se relacionaría con la corrupción. Con ello, 

se podría conducir a que el objetivo sería poseer una economía abierta, con una alta 

inversión en educación e investigación (Mungiu, 2013).  

También es posible apreciar que, en países con tenencia de recursos naturales 

geoestratégicos, a nivel mundial existe un elevado ingreso per cápita y bajos niveles de 
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transparencia, pues el Producto Interior Bruto del país respectivo puede ser elevado por 

esta situación geoestratégicamente competitiva, y no por tener un alto grado de 

transparencia. Estos países son, por ejemplo: Emiratos Árabes Unidos, Venezuela, 

Baréin, Zimbabue, Túnez, Argelia, etc. Se puede evidenciar, que países con un alto grado 

de ingresos per cápita y con un grado de transparencia bajo, poseen recursos 

geoestratégicos, como puede ser el petróleo, coltán, carbón, gas, o un desarrollo 

tecnológico óptimo, como China o Rusia, respecto de otras, puede aparecer con unos 

niveles superiores de eficiencia económica pero, sin embargo, lo que se está reflejando 

es una desproporción de información que genera asimetría informativa en la sociedad. 

Cabe destacar del Gráfico que, en países donde el desarrollo económico es mayor, la 

correlación es más potente. En la actualidad puede apreciarse que algunos países 

mencionados anteriormente, pueden encontrarse en una mejor situación, tanto de 

transparencia, como de eficiencia económica, ya que el Gráfico 3 es de 2004, y no se ha 

podido acceder a una información más actual. 

También cabe señalar que son países donde el grado de corrupción es altísimo y el 

desarrollo educativo y formativo (y con ello moral) no es muy elevado. Cómo es obvio, 

también hay muchos estudios que evidencian que la transparencia es buena 

herramienta para el control público, y en sí, para tener un menor grado de corrupción.  

Resultaría efectivo contra este fenómeno disfuncional, especialmente porque ayudaría 

a detectar la mala praxis o la negligencia profesional, el fraude, la corrupción, etc. y, con 

ello, un desincentivo de las mismas, sobre todo si la persecución y la sistemática de las 

infracciones y correspondientes sanciones se aplican y son efectivas (efectividad en el 

accountability o rendición de cuentas, en relación con el Buen Gobierno y Gobierno 

Abierto) para coaccionar, de algún modo, la acciones disfuncionales para el interés 

general. Así pues, para amparar esta idea, se destaca que en los países donde se ofrece 

mayor control de la corrupción, tienen un nivel más desarrollado de transparencia. En 

el Gráfico 4. de correlación entre transparencia y corrupción, se muestra la fuerte 

relación existente entre el control de la corrupción y el nivel de trasparencia que ofrece 

un país, salvo alguna excepción. Con ello, se evidencia que en los países donde existe 

más transparencia, la corrupción es más baja. 
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Gráfico 4. Correlación entre transparencia y control de la corrupción. 

Fuente: Banco Mundial (2004). 

En países donde el ingreso per cápita es elevado, la calidad de la transparencia también 

lo es, así como en los países donde se ejerce alto grado de control de la corrupción, la 

calidad de la transparencia es mayor, por lo que se puede concluir que, la transparencia 

sirve como promotor de la eficiencia y eficacia gubernamental y con ello, de los recursos 

públicos y en la distribución de la economía y su reinversión, generando un mejor efecto 

o proceso multiplicador de la economía. También, al contar con mejores datos sobre el 

control de la actividad pública, se incentiva a que la ciudadanía conozca tal actuación y 

reduzca el riesgo de fraude o corrupción pública con el correspondiente coste de 

oportunidad que ello supone.  

Por último, en cuanto a la a transparencia como elemento esencial en la recuperación 

de legitimidad institucional de los poderes públicos para con la ciudadanía, se referencia 

a que la legitimidad del poder sigue siendo imprescindible para el sostenimiento de los 

Gobiernos. Si los gobiernos ofrecen más transparencia, generando con ello mayor valor 

para la ciudadanía y la sociedad en general, resulta una herramienta de legitimidad y 

confianza, para su continuidad, dado que las administraciones son gestoras de gran 
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cantidad de datos e informaciones, en caso de que esta se revierta a la sociedad y se 

viralice la reutilización de estos datos, la legitimidad de las instituciones públicas se vería 

reforzada por su papel predominante en cuanto a capacidad generativa de 

conocimiento, y con ello, reforzar aquella antigua frasŜ ŘŜ ǉǳŜ άŜƭ ŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻ Ŝǎ 

ǇƻŘŜǊέΦ tƻǊ ǎǳ ǇŀǊǘŜΣ {uchman (1995) define la recuperación de la legitimidad como άla 

percepción o asunción generalizada de que las actividades de una entidad son deseables, 

correctas y apropiadas en el marco de un sistema de normas, valores, creencias y 

definiciones construido socialmente. A partir de esta, se pueden distinguir tres tipos de 

legitimidadέ (Deephouse y Suchman, 2008). La primera se refiere a la legitimidad 

pragmática, la cual está vinculada a la garantizar las necesidades e intereses de los 

actores afectados o grupos de interés (todas las organizaciones públicas tienen un 

importante conjunto de stakeholders que dependen de los productos y servicios de la 

Administración). Dichos productos exigen derechos y más recursos para consolidar el 

estado de bienestar.  Sin embargo, es necesario focalizarse en otro tipo de legitimidad: 

la legitimidad moral (Villoria, 2012). Esta legitimidad trata de responder a la pregunta 

de si los procesos, las formas de implementar políticas, etc., son deseables en sí mismas 

por reflejar valores de nivel superior. Finalmente, existe la legitimidad cognitiva 

(Bitektine, 2011), cuya finalidad es contrarrestar la ausencia de crítica, a convención y 

percepción natural de los programas y estructuras gubernamentales correspondientes. 

Cuando esta existe, tales conductas no deseadas para la mejora de la legitimidad se 

ǇƻŘǊƝŀƴ ŜǾƛǘŀǊ Ŏƻƴ ǳƴ ŀƳōƛŜƴǘŜ ŜƳǇłǘƛŎƻΣ ŘŜ άŜǎŎǳŎƘŀ ŀŎǘƛǾŀΣ ƻŦǊŜŎƛŜƴŘƻ rapport25, 

habilitando así la eficacia y eficiencia del programa de gobierno. Por todo ello, para 

asegurar estas dos modalidades de legitimación tan importantes en la actualidad. 

Resulta pues imprescindible que los poderes públicos recuperen la legitimidad social y 

democrática (Villoria, 2012). 

 Concluyendo con el sentido de la transparencia, por ser el objeto de análisis y estudio 

del presente trabajo, fue ya un término que se señaló como imprescindible, en la Nueva 

Gestión Pública o New Public Management, y posteriormente tomó más vigor en la 

Nueva Gobernanza. Sin embargo, se consolida en el paradigma del Gobierno Abierto 

como un eje fundamental y primario, sin el cual, los ejes restantes (participación, 

                                                           
25 Rapport definición: https://psicologiaymente.com/psicologia/rapport-ambiente-confianza 

https://psicologiaymente.com/psicologia/rapport-ambiente-confianza
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rendición de cuentas, cooperación y uso de las TICC) resultan dañados por la 

retroalimentación de información que propicia la formación de opiniones y la toma de 

decisiones que puedan ser o no previsibles de ámbito público en situación de certeza, y 

no de riesgo, incertidumbre o ambigüedad26. Las dimensiones de las posibles situaciones 

para tomar decisiones, referente a la posición que presentan los sujetos en cuanto a la 

disponibilidad de datos e información se describen con términos de Certidumbre, 

Riesgo, Incertidumbre y Ambigüedad (CRIA) y, desde una perspectiva centrada en la 

situación estratégica de la ciudadanía, se definen como27 (Adaptación de: De Miguel et 

al., 2012): 

¶ Certidumbre: Situación en la que el decisor (en este caso en ciudadano para la 

toma de decisiones en el ámbito público) posee la totalidad de los datos e 

información que requiere para ello. También se referencia que, en tal situación, 

la finalidad a conseguir es evidente y/o se reconoce y conoce, así como que la 

posibilidad de cometer fallos por la decisión acatada es cuas inexistente o 

inexistente (la finalidad es que funcione mejor el sistema democrático). 

¶ Riesgo: En tal situación, no se pose la totalidad de la información, aunque sí, la 

finalidad es evidente o se reconoce y conoce. En esta situación, los riesgos 

empiezan a ser mayores a la hora de asumir las consecuencias liberadas por la 

ejecución de las decisiones. 

¶ Incertidumbre: Es la situación en la que la figura del decisor conoce su finalidad, 

pero resulta incompleta la información o datos que requiere para poder tomar 

la decisión e imposibilita la cuantificación de los riegos, por lo que éstos, son más 

elevados que en la situación de riesgo. 

¶ Ambigüedad: Situación en la cual el decisor no posee la información o datos que 

se requieren para la toma de decisiones y desconoce la finalidad totalmente y 

los riesgos que supone tomar decisiones en tal situación. 

                                                           
26 Las definiciones de las posibles situaciones para tomar decisiones, referente a la posición de los sujetos 
en cuanto a la disponibilidad de datos e información (CRIA) ofrecido por De Miguel et al., (2012) 
Fundamentos de Dirección estratégica para organizaciones públicas. 1ª Edición. Valencia. Ed. Servicio de 
publicaciones de la Universidad Politécnica de Valencia.  
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La transparencia, por ende, está para que los ciudadanos, votantes, administrados, 

interesados, o cualquier tipo de calidad de sujetos pasivos en supuestos de la relación 

pública y democrática, tomen decisiones en posición de Certidumbre, y no en el resto 

de las situaciones (Riesgo, Incertidumbre o Ambigüedad) en la medida que no sea 

disfuncional para la calidad de la práctica democrática o el interés general. Tal situación 

(certidumbre) posibilita el mejor control de la actuación de los representantes políticos 

en cuanto a las facultades legislativas y ejecutivas que poseen y aminora la posibilidad 

de corrupción pública, así como facilitara y fomentar la inversión extranjera en el país 

(Perramón, 2013). 

Señalar pues, que la transparencia requiere que, además de que haya una voluntad 

política que quiera implementar una nueva cultura basada en la apertura de las 

instituciones públicas a la ciudadanía, requiere también que ésta sea crítica y 

comprensiva con los sucesos que ocurren en su comunidad, así como una educación 

basada en ello. Requiere por ende de unos ciudadanos íntegros, críticos y racionales, 

capaces de prever la necesidad que despierta el tener información pública que sea 

gratuita, reutilizable, usable, veraz, objetiva, que ofrece los datos, información y 

conocimiento que en ella opera, para la creación de valor público y ventajas 

competitivas entre sus agentes socioeconómicos, con lo que fortalece la calidad 

democrática, facilita la rendición de cuentas y facilita el control ciudadano, promueve la 

participación y colaboración social, facilita el intercambio de datos, información y 

conocimiento, equilibra el nivel de asimetría de información social, aumenta la 

confianza ciudadana el sector público, promueve la consolidación del estado de 

derecho, mejora la eficacia y eficiencia de los gobiernos y administraciones, incremento 

de conductas responsables reduciendo y previniendo la aparición de conductas 

corruptas, y por último, incrementa la seguridad jurídica, a nivel municipal.  

De manera concluyente en la concepción del término, cabe destacar el resumen 

conceptual de Garrido et al (2017) en referencia a otros autores que definen la 

transparencia. Así pues, Kauffmann et al. (2002) y Villoria (2012), consideran el término 

transparencia como άel flujo incremental de información oportuna y contable de 

carácter económico, social y político, accesible a todos los actores afectados por una 

ŘŜŎƛǎƛƽƴ ǇǵōƭƛŎŀέΦ Sin embargo, añadido a lo anterior, Matheson (2002) la define como 
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άƭŀ ǇǳōƭƛŎŀŎƛƽƴ ƻǇƻǊǘǳƴŀ ȅ ǊŜƎǳƭŀǊ ŘŜ ƛƴŦƻǊƳŀŎƛƽƴ ŦƛǎŎŀƭ ǊŜƭŜǾŀƴǘŜέΦ También, Islam 

(2004) señala, en base a una posición temporal, la necesidad de la disponibilidad 

continuada de los datos económicos y su continua actualización y almacenamiento del 

contenido para posibilitar la revisión y control de su evolución. Por su parte, Meijer 

(2003) considera la transparencia como ǳƴ άelemento indispensable para la rendición de 

cuentasέ (accountability). De otra parte, para Andersen (2009), se considera un 

άelemento esencial del buen gobierno responsable ǎƻōǊŜ ǎǳ ƎŜǎǘƛƽƴέ, que conduce tal 

gestión a la asignación más eficiente, eficaz y efectiva de los recursos y, con ello, a un 

mayor desarrollo y crecimiento, desde un sentido positivo, en el ámbito socio-

económico (Anti-Corruption Resource Centre - U4, 2012; Lizcano, 2013), 

transformándose así, en una άpotente utilidad para la participación ciudadana, 

prevención de la corrupción, confianza en el gobierno, y un elemento esencial para 

favorecer el control y gestión de la información para con la ciudadaníaέ y el resto de 

agentes sociales (Quinn, 2003; Mulgan, 2007; Cullier y Piotrowski, 2009; Reylea, 2009; 

Shuler et al. 2010).  

Por último, es un elemento imprescindible para el óptimo funcionamiento del 

paradigma del Gobierno Abierto (Obama, 2010 y Villoria, 2013). En base a esta última 

idea, a continuación, se señala el paradigma del Gobierno abierto como principal 

precursor de la transparencia al encontrarse en un escenario donde la transparencia es 

un elementa sin el cual el funcionamiento del resto de elementos, de los que se 

compone tal sistemática, resultan perjudicados o dañados.  

 

2.3.2. SISTEMÁTICA DE LA TRANSPARENCIA: EL GOBIERNO ABIERTO 
 

El sistema de transparencia tiene que ver con la interacción de sus elementos, para la 

consecución de su fin, que es ofrecer información a la ciudadanía sobre la administración 

de sus representantes y el aparato administrativo que le precede, con la finalidad de una 

rendición de cuentas sobre la mala gestión, como herramienta de control de la actividad 

pública. Con ello, y en base a tal información, la ciudadanía tiene que formarse su 

opinión, para poder otorgar la confianza que se requiere en el sistema democrático 

representativo. 
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Por ende, la transparencia requiere de diferentes elementos, como lo son: la publicidad 

activa, el derecho de acceso a la información, el Open Data y Open Acces, el uso de TIC 

(portal de transparencia, datos abiertos, foros, sistema de información, RR.SS., etc) e 

interactúa con otros elementos o principios del Gobierno Abierto, como son: la 

rendición de cuentas o Accountability, participación ciudadana, colaboración social, 

entre otras.  

También, cabe destacar de manera encarecida que, como se ha señalado 

anteriormente, la transparencia también requiere de una ciudadanía actualizada, 

proactiva, íntegra, crítica y racional, capaz de prever la necesidad que despierta el tener 

información pública que sea gratuita, reutilizable, usable, veraz, objetiva, que ofrece los 

datos, información y conocimiento que en ella opera, para la creación de valor público 

y ventajas competitivas entre sus agentes socioeconómicos. Si la ciudadanía no posee 

las características descritas, de poco servirá que exista una normativa o una sistemática 

que fomente la publicidad de la actuación y gestión pública. 

 

2.3.2.1. EL GOBIERNO ABIERTO COMO ANTRECEDENTE Y PROPULSOR DE LA 

TRANSPARENCIA 
 

Un gobierno abierto es άuna expresión de moda cuya intención general es bastante clara, pero cuyo 

significado práctico espera por ser aclaradoέΦ 

Ronald Wraith, Open Government, the British Interpretation, 

Royal Institute of Public Administration, 1977. 

Para entender el potencial que representa la transparencia, se hace un análisis previo al 

marco de la transparencia municipal, sobre qué es, cómo se estructura y con qué otros 

elementos se relacionan dentro del sistema de Gobierno Abierto (GA), dentro del cual, 

el principio o elemento de la transparencia forma parte.  

La expresión de Gobierno Abierto no es novedosa, ya que a finales del siglo XX este 

nuevo paradigma se asomó al espacio político británico que, originalmente, trataba 

diversas cuestiones relacƛƻƴŀŘŀǎ Ŏƻƴ Ŝƭ ǎŜŎǊŜǘƻ ŘŜ ƎƻōƛŜǊƴƻ Ŝ ƛƴƛŎƛŀǘƛǾŀǎ ǇŀǊŀ άŀōǊƛǊ ƭŀǎ 

ǾŜƴǘŀƴŀǎέ ŘŜƭ ǎŜŎǘƻǊ ǇǵōƭƛŎƻ ƘŀŎƛŀ Ŝƭ ŜǎŎǊǳǘƛƴƛƻ ŎƛǳŘŀŘŀƴƻΣ Ŏƻƴ ƭŀ ŦƛƴŀƭƛŘŀŘ ŘŜ ǊŜŘǳŎƛǊ ƭŀ 

opacidad administrativa (Chapman y Hunt, 1987). De otro modo, la promoción de leyes 
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sobre el derecho de acceso a la información pública28 y la implementación de diversos 

dispositivos institucionales para potenciar los niveles de transparencia, probidad y 

participación ciudadana en los asuntos públicos ha ido consiguiendo más espacio en la 

agenda política mundial a partir de una oleada de legislaciones que se orientan a regular 

su aplicación, lo cual, ha propiciado la creación de una cultura de apertura y de ajuste 

de mentalidad que hacía que los asuntos públicos no fueran ajenos al ciudadano, 

permitiendo nuevas maneras de proceder en el accountability (o rendición de cuentas), 

la transparencia, el control de la corrupción y el ejercicio de presión para la adopción de 

novedosas e innovadoras actitudes y prácticas.  

Hasta la mitad del siglo XX no se puede observar su aparición en las primeras agendas y 

debates oficiales, pues es en ese momento en el que comienzan a sucederse una serie 

de presiones a través de movimientos ciudadanos para mejorar el acceso a la 

información. Así pues, se refleja en la Figura 1 un diagrama secuencial que representa la 

evolución de hitos más importantes, a nivel mundial, respecto de la transparencia y el 

Gobierno Abierto (Ramírez, 2012; ONTSI, 2013): 

 

Figura 1. Antecedentes del Gobierno Abierto.  

Fuente: ONTSI (2013). 

                                                           
28 Un Gobierno abierto se puede apreciar como una característica clave de la práctica democrática en los 

estados con determinada madurez social y se vincula a la aprobación de marcos legales sobre libertad de 
información, prensa, entre otros. Considerando lo expuesto antes, en su acepción original está en directa 
relación con el concepto foi (Freedom of Information): normas que garantizan el acceso a los datos en 
poder del Estado. En ellas se establece un proceso legal para ejercer el derecho a saber por el que se 
podrán hacer las solicitudes de información en poder del Gobierno, para ser recibidas gratuitamente o a 
un costo mínimo, salvo excepciones estándares. Desde que los Estados Unidos aprobara la Ley de Libertad 
de Información (Free of Information Act-foia) en 1966, se han multiplicado con rapidez los esfuerzos en 
otros lugares del mundo (Ramírez, 2010). 
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Como se puede ver, son cuatro los antecedentes que conlleva la aparición del gobierno 

abierto; El acceso de los ciudadanos a la información pública; la incorporación de las 

Tecnologías de la Información, la Comunicación y el Conocimiento (TICC), la reutilización 

de la información pública y, por último, la colaboración con la sociedad (ONTSI, 2013): 

¶ Acceso a los ciudadanos. Originada en Suecia (S. XVIII) y surgida por una serie de 

movimientos ciudadanos exigiendo mejor acceso a la información generada o en 

poder de los poderes públicos. 

¶ La incorporación de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC). El 

avance proporcionado por la implementación de éstas en la gestión de las 

organizaciones públicas y el impacto de la revolución digital (desarrollo de la 

Sociedad de la Información por la incorporación de las nuevas tecnologías a la 

vida personal y profesional con la consecuente eliminación de barreras 

anteriormente existentes) y posibilidad de realización de trámites 

administrativos y servicios públicos a través de medios telemáticos 

(Administración electrónica). 

¶ Reutilización de información Pública para ofrecer y/o crear servicios de mayor 

valor añadido, con límites legales (Ley de protección de datos personales, 

secretos de estado, etc.). 

¶ Colaboración con la sociedad (nuevas posibilidades ofrecidas por Internet para 

incrementar los canales de colaboración entre los gobiernos y la ciudadanía). 

Cabe señalar los elementos que han favorecido la propagación del modelo de Gobierno 

Abierto en los últimos tiempos. Los diferentes Hitos han sido, las demandas ciudadanas 

(desafección ciudadana respecto a la política), el contexto socioeconómico actual (crisis 

financieras mundiales), la revolución digital del siglo XX y XXI, el impulso clave del 

Gobierno de EE. UU. (Obama, 2009), άMemorándum de Transparencia y Gobierno 

Abierto 2009έ ȅ, por último, la extensión del Gobierno Abierto en el mundo mediante la 

organización Open Government Partnership (ONTSI, 2013). 

En este sentido y a modo de síntesis, la OCDE afirma que el término ha evolucionado y 

se ha establecido en άtres dimensionesέ relevantes que refieren a que exista una 

administración pública transparente, accesible y receptiva, con capacidad de respuesta, 
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(OCDE, 2005) ŀ άǳƴ ŜƴŦƻǉǳŜ ŘƻƴŘŜ ǎŜ ƭŜ ŎƻƴǎƛŘŜǊŀ ŎƻƳƻ ǇƭŀǘŀŦƻǊƳŀ ǇŀǊŀ ǊŜǎƻƭǾŜǊ ŎƽƳƻ 

el Gobierno puede trabajar con la sociedad y lƻǎ ƛƴŘƛǾƛŘǳƻǎ ǇŀǊŀ ŎƻŎǊŜŀǊ ǾŀƭƻǊ ǇǵōƭƛŎƻέ 

(OCDE, 2010). Bajo la perspectiva anteriormente citada, Ramírez Alujas señala que este 

tipo de políticas debieran concretarse para fomentar acciones de apertura que faciliten 

la construcción de (Ramírez, 2013-2014): 

¶ Un gobierno transparente y accesible a cualquier tipo de público (que las acciones 

de los responsables públicos e instituciones estén bajo el escrutinio público y 

puedan ser impugnadas, y la capacidad para los ciudadanos de acceder a 

información comprensible, obtener servicios y realizar transacciones en cualquier 

momento y lugar). 

¶ Un gobierno con capacidad de respuesta (receptividad) desde el 

gobierno/administración a las nuevas demandas, ideas y necesidades que 

presenta la ciudadanía y la oportunidad de participar en el proceso decisorio. 

¶ Un gobierno responsable y que rinde cuentas (por sus acciones y omisiones).  

¶ Un gobierno sensible y receptivo (a las posibilidades de consulta, participación e 

interacción permanente con los ciudadanos y sus demandas).  

9ƴ ŜǎǘŜ ǎŜƴǘƛŘƻΣ Ŝƭ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ŘŜ άŀǇŜǊǘǳǊŀέ όopenness) comprende y, supera el uso que 

ƴƻǊƳŀƭƳŜƴǘŜ ǎŜ ƘŀŎŜ ŘŜƭ ǘŞǊƳƛƴƻ άǘǊŀƴǎǇŀǊŜƴŎƛŀέΦ {Ŝ ǇǊŜǎŜƴǘŀ Ŝƴ Řƻǎ ŀǎǇŜŎǘƻǎ ǉǳŜ ƭƻ 

ƳŀǘƛȊŀƴΥ ƭŀ άŀŎŎŜǎƛōƛƭƛŘŀŘέ όaccessibilityύ ȅ ƭŀ άŎŀǇŀŎƛŘŀŘ ŘŜ ǊŜǎǇǳŜǎǘŀ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƭŜ 

όǊŜŎŜǇǘƛǾƛŘŀŘύέ όresponsiveness), con el fin de capturar otras cualidades de la interfaz 

entre el gobierno y la comunidad en general a la que sirve (OCDE/INAP, 2006). 

Por ser el antecedente más actual, y relevante por el impacto que ha generado en los 

países de la OCDE, del cual España forma parte, en este apartado siguiente se analiza 

que es la Alianza de Gobierno Abierto (AGA) u Open Government Partnership (OGP), que 

finalidad tiene y, por último, el impacto que ha supuesto que nuestro estado pertenezca 

a dicha organización. La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA), u άhǇŜƴ DƻǾŜǊƴƳŜƴǘ 

tŀǊǘƴŜǊǎƘƛǇέ (OGP) por su origen sajón, es una iniciativa voluntaria e internacional que 

busca obtener compromisos concretos de los gobiernos hacia su ciudadanía para la 

promoción de la transparencia, empoderamiento de los ciudadanos, luchar contra la 

corrupción y usar nuevas tecnologías para fortalecer la gobernanza y el 
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aprovechamiento de las TICC para mejora de la gobernabilidad. La Alianza busca que, de 

manera sostenida, los gobiernos sean más transparentes, rindan cuentas y mejoren la 

capacidad de respuesta hacia sus ciudadanos, con el objetivo de mejorar la calidad del 

gobierno, así como la calidad de los servicios que reciben los ciudadanos. La 

transparencia, la participación y la rendición de cuentas deben convertirse en el eje 

básico de toda acción política (ONTSI, 2013). 

En la actualidad, son más de 70 países los que participan en la OGP y 15 gobiernos 

subnacionales los que han asumido más de 2.500 compromisos para hacer que sus 

gobiernos sean más abiertos y responsables (OGP, 2017). En la Figura 2, se muestran los 

distintos países pertenecientes a la OGP, según el número de planes abordados en este 

ámbito:  

 

Figura 2. Países miembros de la OGP o Alianza para el Gobierno Abierto. 

Fuente: Alianza para el Gobierno Abierto (Open Government Partnership, 2017). 

La OGP entiende que las organizaciones o individuos deberían encontrar sus propias 

formas de participar en OGP a través de la comunidad global, el diálogo nacional o 

ambos. En cuanto a la financiación de la OGP, viene de los países participantes, donantes 

y agencias de desarrollo. Como señala Villoria, la OGP incorpora cuatro valores clave 

(Cruz, 2015; Villoria, 2015), en referencia a la web de la OGP: 
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¶ Transparencia: referente a que la información acerca de las actividades y las 

decisiones de gobierno debe ser abierta, comprensiva, puntual, disponible de 

forma libre a la sociedad y conforme a los estándares básicos de datos abiertos 

(bases de datos legibles por máquina). 

¶ Participación ciudadana: la gobernanza que se ejerza debe fomentar, cohesionar 

y movilizar a la ciudadanía para que participe en el debate público y contribuya 

al desarrollo de un gobierno más responsable, responsivo (accountable), 

innovador y efectivo. 

¶ Rendición de cuentas: en referencia a que deben existir mecanismos, 

ƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀǎΣ ƴƻǊƳŀǎΣ ǊŜƎƭŀǎΣ ΧΣ para que los actores de gobierno justifiquen sus 

acciones u omisiones, actúen en respuesta a las críticas y depuren y acepten las 

consecuencias de las faltas de cumplimiento con leyes y/ o compromisos. 

¶ Tecnología e innovación: los gobiernos aceptan la importancia de proveer a los 

ciudadanos acceso abierto a la tecnología; del rol de las nuevas tecnologías en el 

fomento de la innovación, y de aumentar la capacidad de los ciudadanos para 

usar las tecnologías. Este valor es instrumental en el sentido en que el mismo se 

debe usar para lograr una mayor transparencia y rendición de cuentas. 

En cuanto a España, se formalizó su participación en tal organización el 31 de agosto de 

2011. Más adelante, se formalizaron elecciones generales, lo cual no supuso en aquel 

momento un impedimento para el desarrollo de medidas de esta índole, pues los países 

que participen en el OPG se acogen al compromiso de desarrollar planes de acción 

bienales que deben integrar compromisos dirigidos a cambiar la práctica habitual en 

materia de transparencia, participación y colaboración, ya sea mediante esfuerzos 

existentes o a través de la identificación y promoción de nuevas acciones (López, 2016). 

A lo largo de su pertenencia, en España se han adoptado diferentes planes estratégicos 

donde se estipulan una serie de compromisos en los que se transforman en la adopción 

de nuevas formas de entender el gobierno, la actuación pública y la creación de valor 

público, mediante una mejora de la legalidad, la integridad, la calidad democrática, 

entre otras cuestiones. El Primer Plan Nacional de Gobierno Abierto 2012-13, se realizó 

con 13 medidas y el Segundo Plan Nacional de Gobierno Abierto 2014-15, con 10. 

Algunas de las medidas o compromisos son los de: Aumento de la integridad pública, 



91 
 

Transparencia y Rendición de Cuentas, la conocida Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 

de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, modificación de la Ley de 

Subvenciones, administración de Justicia en red, revisión y simplificación de las 

regulaciones, tecnologías de la información al servicio de la gestión de la salud (e-salud), 

sistema RED, portal de la Transparencia, el Marco General para la Mejora de la Calidad, 

establecido en el Real Decreto 951/2005 de 29 de julio, articula una serie de programas 

relevantes para mejorar los servicios públicos, entre otras. 

En la actualidad, se está ejecutando el III Plan Nacional de Gobierno Abierto, el cual no 

fue aprobado en 2016 (en su periodo normal de bianualidad), por estar el gobierno en 

funciones, con lo que España perdió un año de planes de acción en gobierno abierto. 

Algunos de los compromisos desarrollados son: Carpeta ciudadana29, Recursos 

educativos abiertos, Justicia abierta en España, Sensibilización y capacitación de la 

sociedad civil, Formación a empleados públicos. De este plan, a fecha de 31 de marzo 

de 201930, todavía se encuentran en curso alrededor de 67 compromisos, un 30% del 

total. Otros compromisos han sido cancelados (4), se prevén realizar de manera futura 

(5) o no se han iniciado (11). 

Por último, en la actualidad se está implementado el IV Plan de Gobierno Abierto31, con 

un plazo de entre 2019 y 2021, con los propósitos generales de impulsar, fortalecer y 

mejorar la calidad de la participación en la gestión pública y una mayor calidad 

democrática, profundizar en la transparencia, en los datos abiertos y en la rendición de 

cuentas de las Administraciones Públicas, construir un sistema de integridad pública, 

fortaleciendo valores éticos y mecanismos para afianzar la integridad de las instituciones 

públicas y reforzar la confianza de los ciudadanos y sensibilizar a la sociedad y a los 

empleados públicos sobre los valores del Gobierno Abierto, contribuyendo al 

                                                           
29 La carpeta ciudadana es un área privada de los ciudadanos en su relación con la administración, que 
ofrece un punto de acceso desde el que se puede realizar seguimiento de los trámites, acceder a sus 
notificaciones y realizar la comparecencia electrónica y, en general, acceder a la información personal en 
su relación con las Administraciones Públicas. Permite: Realizar el seguimiento de su actividad con la 
Administración, conocer y acceder a sus datos en poder de la administración y conocer el uso que las 
Administraciones Públicas realizan de sus datos. 
30 Ultima actualización disponible. 
31 Con los restantes compromisos que no se han realizado en el Plan III de Gobierno Abierto. 
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cumplimiento de los objetivos de desarrollo sostenible de la Agenda 2030, para avanzar 

hacia una sociedad más inclusiva, justa y pacífica (MPTFP, 2019). 

Una vez entendidos los antecedentes del gobierno abierto, cabe entender lo que tal 

paradigma supone y como se interrelaciona con la transparencia a nivel municipal. En el 

apartado posterior se detalla tal información. 

 

2.3.2.2. DEFINICIÓN Y COMPONENTES DEL GOBIERNO ABIERTO 
 

Para entender la concepción del Gobierno Abierto municipal, convendrá conocer lo que 

diferentes autores entienden sobre este término. Desde una perspectiva más lejana, 

/ŀƭŘŜǊƽƴ ȅ [ƻǊŜƴȊƻ ŘŜŦƛƴƛŜǊƻƴ ŎƻƳƻ DƻōƛŜǊƴƻ !ōƛŜǊǘƻΥ άaquel que entabla una 

constante conversación con los ciudadanos con el fin de oír lo que ellos dicen y 

demandan, que toma decisiones basadas en sus necesidades y preferencias, que facilita 

la colaboración de los ciudadanos y funcionarios en el desarrollo de los servicios que 

presta y que comunica todo lo que decide y hace de forma abierta y transparenteέ 

(Calderón et al, 2010). Sin embargo, posteriormente, Ramírez (2012) lo entiende como 

άun medio para reformar la sociedad y el Estado, para pasar de los modelos 

organizativos verticales a las redes de colaboración horizontal, a partir de la atención de 

los asuntos públicos individualizados por sectores a la gestión integral, para crear 

compromisos transversales y generar valor público en colaboraciónέ.  

Así pues, pŀǊŀ /ǊǳȊ όнлмпύ Ŝǎ άuna filosofía político-administrativa que articula un 

modelo distinto de interacción sociopolítica, Está basado en los valores y principios de la 

transparencia, de la democracia participativa, del empoderamiento ciudadano, de la 

rendición de cuentas, del open data y del uso de avances tecnológicos. Se constituye 

como un modo y/o estrategia para el diseño, implementación, control y evaluación de 

políticas públicas (incluidas las de modernización administrativa), que ubica al 

ciudadano en el centro de atención y de prioridad y configura los gobiernos como 

plataformas que promueven la colaboración e interacción, ofreciendo así una alternativa 

holística para la gestión de lo públicoέΦ Tal autor lo señala como una filosofía político-

administrativa, muy diferenciada respecto de otras precedentes y ya existentes Cruz 

(2015). 
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Por ende, se refiere entonces al compromiso de garantizar que todos los aspectos de la 

forma en que el Gobierno y los servicios públicos son administrados y gestionados 

correctamente estén abiertos al eficaz análisis público y a la supervisión de la sociedad. 

Ello debe ir acompañado de la progresiva expansión de espacios de diálogo, 

participación y deliberación en conjunto con la ciudadanía, y de apertura a la necesaria 

colaboración que se requiere para encontrar mejores soluciones a problemas públicos 

cada vez más complejos, aprovechando el potencial y las energías disponibles en los 

distintos sectores de la sociedad, el mercado y las organizaciones de voluntariado y sin 

fines de lucro (Ramírez, 2010; 2011). De forma más esquemática, y en relación con el 

buen gobierno, el gobierno abierto es aquel que (Bourgon, 2007): 

1) Promueve la ciudadanía, la integración y la discusión pública;  

2) Fomenta la participación de los ciudadanos en el diseño y la prestación del 

servicio;  

3) Determina la agenda de las políticas, convoca a la mesa a los jugadores 

apropiados y facilita y gestiona soluciones sostenibles para los problemas públicos;  

4) Difunde la información para enriquecer el debate público y promover una visión 

compartida de los asuntos públicos. 

Por lo que, un gobierno abierto es un modelo de gobierno que abre sus puertas al 

mundo, co-innova con todos, especialmente con los ciudadanos; comparte recursos que 

anteriormente estaban celosamente guardados, y aprovecha el poder de la colaboración 

masiva, la transparencia en todas sus operaciones, y no se comporta como un 

departamento o jurisdicción aislada, sino como una estructura nueva, como una 

organización verdaderamente integrada y que trabaja en red (Lathrop y Ruma, 2010). 

En refuerzo de esta idea, la OCDE señaló que el término había evolucionado desde una 

mirada basada en tres dimensiones relevantes que apelan a contar con una 

administración pública transparente, accesible y receptiva ςcon capacidad de 

respuestaς (OCDE, 2005) a un enfoque donde se le considera como plataforma para 

resolver cómo el Gobierno puede trabajar con la sociedad y los individuos para, de 

manera cooperativa, crear valor público (OCDE, 2010). 
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Se puede concluir aquí que, de cualquier modo, existe un acuerdo entre las distintas 

perspectivas disponibles que concluyen en que los elementos que lo configuran son: La 

transparencia y apertura; la participación, la colaboración, la rendición de cuentas, las 

TIC como catalizadores del resto de principios o elementos (Villoria, 2014; Obama, 2009; 

Ramírez, 2013; Ramírez, 2014). También, desde el enfoque paradigmático, el gobierno 

abierto se asocia a los avances tecnológicos, al incremento de la conectividad, el 

advenimiento de la Web 2.0, a las presiones ciudadanas por una  mayor transparencia y 

άŀŎŎƻǳƴǘŀōƛƭƛǘȅέ o rendición de cuentas, la demanda de mayores y mejores espacios de 

participación con menor número de intermediarios y la emergencia de los nuevos 

movimientos sociales, así como a la  consolidación de gobiernos relacionales y de la 

gobernanza colaborativa y de redes como formas predominantes de conducción 

sociopolítica de los asuntos públicos (Cruz, 2015). 

Una vez entendido la concepción del Gobierno Abierto, en base a lo dispuesto por los 

autores en la materia, conviene señalar los objetivos a los que ha de orientarse el 

Gobierno Abierto como modelo, y son (Ramírez, 2010): A) Orientación en mejorar los 

niveles de transparencia y acceso a la información mediante la apertura de datos 

públicos (para ejercer control social y rendición de cuentas), y la reutilización de la 

información del sector público (para promover la innovación y el desarrollo económico); 

B) Facilitar la participación de la ciudadanía en el diseño e implementación de las 

políticas públicas (e incidir en la toma de decisiones); y C) Favorecer la generación de 

espacios de colaboración entre los diversos actores, particularmente entre las 

administraciones públicas, la sociedad civil y el sector privado, para co-diseñar y/o co-

producir valor público32. 

Por último, cabe señalar que el medio más utilizado para llegar al concepto de Gobierno 

Abierto es a través del uso de las TICC, las cuales posibilitan toda participación 

telemática y apertura de datos. De forma más concreta, se utiliza internet o la Web 2.0, 

o Web Social. Una plataforma multidireccional y multidimensional, donde todos los 

actores pueden interactuar con todos. En este sistema, el ciudadano posee un papel 

activo y protagonista (Villoria, 2014). En cuanto a la sistemática del gobierno abierto, el 

                                                           
32 [ŀ ǊŀƝȊ ǇǊŜŦƛƧŀ άco-έ ƘŀŎŜ ǊŜŦŜǊŜƴŎƛŀ ŀ ŎǳŀƭǉǳƛŜǊ ŀŎŎƛƽƴ ǊŜŀƭƛȊŀŘŀΣ ŘŜ ƳŀƴŜǊŀ ŎƻƭŀōƻǊŀǘƛǾŀΣ ŜƴŎŀƳƛƴŀŘŀ 
a la creación y satisfacción de sinergias de ámbito social, y con ello, crear mayor valor añadido. 
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funcionamiento se apoya en tres elementos o principios, aparte de la rendición de 

cuentas. Como se ha mencionado con anterioridad, los elementos generalmente 

reconocidos del paradigma de Gobierno Abierto son tres, la transparencia, la 

participación y la colaboración (Obama, 2009; Ramírez, 2010; ONTSI, 2013): 

ü La Transparencia, (Saber) referente a la capacidad de difusión proactiva de 

mostrar una imagen fiel e íntegra de la información susceptible para ejercer el 

control ciudadano y de crear valor social. Dicha información debe de ser 

actualizada y almacenada permanentemente y estar fácilmente accesible, 

comprensible, representada gráficamente y que permita el fácil y ágil 

entendimiento para cualquier ciudadano. Está muy relacionado con la apertura de 

datos públicos (Open Data), la rendición de cuentas (Accountability: capacidad de 

probidad en el ejercicio de los cargos públicos o de garantía de control de la acción 

administrativa por parte de los ciudadanos) y con el acceso abierto (Open Acces). 

Este concepto se desarrolla con mejor precisión en un apartado posterior, puesto 

que se refiere al objeto de estudio y tratamiento del trabajo, el cual está referido 

a generar información y conocimiento para mejorar la calidad de la toma de 

decisiones participativas y colaborativas con y para la sociedad. 

ü La Participación, es entendida como la capacidad de un gobierno de favorecer el 

derecho de la ciudadanía de participar activamente en la configuración de los 

planes y políticas públicas, por una parte, y de beneficiar a la administración 

mediante la creación de conocimiento y experiencia de la voluntad de sus 

ciudadanos. Algunas de las herramientas que configuran la participación, a nivel 

municipal, son: el reconocimiento en una Carta (con rango de Ordenanza a nivel 

ƳǳƴƛŎƛǇŀƭύ ŘŜ ƭƻǎ άŘŜǊŜŎƘƻǎ ŘŜ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴέΤ ƭŀ LƴƛŎƛŀǘƛǾŀ ƭŜƎƛǎƭŀǘƛǾŀ ǇƻǇǳƭŀǊΣ Ŝƭ 

derecho de petición, la consulta popular, las asambleas ciudadanas, las reuniones 

con las asociaciones, los presupuestos participativos, el buzón de quejas y 

sugerencias. Referido a tomar parte en los asuntos públicos, entre los más 

relevantes. 

ü La Colaboración, se refiere a la capacidad de compromiso por parte de un 

Gobierno de implicar a todos (o a la mayoría) de los agentes sociales en el trabajo 

de las AAPP. Dicha colaboración supone también la cooperación con todos los 
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agentes sociales (ciudadanos, empresas, asociaciones, etc., Χ) para la resolución 

de sus problemas. Se refiere a contribuir en la medida de los posible. 

En términos prácticos y para concretar dichos principios, las estrategias de gobierno 

abierto se han venido cristalizando a través de dos ejes fundamentales que son el común 

denominador en la base de los esfuerzos por promover su aplicación: La apertura de 

datos públicos u άopen dataέ y la apertura de procesos ǳ άopen processέ y el uso de 

redes sociales y plataformas para la participación ciudadana dentro del άGobierno 2.0έ 

(Ramírez, 2013; 2014): 

ü La apertura de datos públicos u άopen dataέ, la cual supone publicar información 

del sector público en formatos estándar, abiertos e interoperables, facilitando su 

acceso y permitiendo su reutilización. Ello promueve, por un lado, la innovación 

usando (o reutilizando) los datos públicos como promotores y catalizador de 

nuevas aplicaciones y servicios y, por tanto, una transformación de un gobierno 

proveedor de servicios, a un gobierno que gestiona plataformas y espacios 

(virtuales y físicos)  de diálogo, lo cual, permite que otras entidades y/o usuarios 

puedan crear nuevas mejoras en la Web, crear nuevas actividades económicas, 

agregar valor público y cívico, y más, todo ello utilizando los datos públicos 

liberados previamente. Por otro lado, la publicación proactiva de datos relevantes 

y de interés sobre gestión presupuestaria, procesos de compras y adquisiciones, 

contratos, declaración de bienes e intereses de las autoridades, entre otros, 

permiten incrementar la transparencia, la rendición de cuentas, el escrutinio 

público permanente, así como la prevención de conductas disfuncionales o 

contrarias a la ética o la moral.  

ü La apertura de procesos ǳ άopen processέ y el uso de redes sociales y plataformas 

para la participación ciudadana dentro del Gobierno 2.0, la cual tiene la finalidad 

de facilitar la comunicación e interacción, maximizar el conocimiento y la 

experiencia del conjunto de agentes que forman la sociedad, para ayudar en el 

diseño y ejecución de políticas y provisión de servicios públicos, así como la 

colaboración, en forma de red, dentro y fuera las AA. PP. y más allá, generando un 

árbol del conocimiento continuo. El concepto de apertura de procesos (open 

process) referencia al ideal de compartir y distribuir la responsabilidad por 
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encontrar soluciones adecuadas a los problemas públicos desde una perspectiva 

que considere los enfoques de innovación abierta, crowdsourcing (inteligencia 

colectiva) y aplicación del modelo de cocreación, codiseño y coproducción de valor 

público, social y/o cívico. Desde un punto teórico, se refiere al acto de externalizar 

las tareas vinculadas a resolver un problema complejo, o de generar ideas 

novedosas y efectivas, que, de manera tradicional, han sido realizadas por los 

propios trabajadores de la organización, a un grupo indefinido de personas ajenos 

a la organización, a través de una convocatoria abierta. De otro modo, el 

paradigma de la innovación abierta (Chesbrough, 2009), originalmente propone la 

colaboración, la co-creación con diferentes grupos de interés y la implicación en 

un esfuerzo interorganizativo y sinérgico, de otras organizaciones con misiones 

similares, comprometidas con el territorio o incluso con finalidades mixtas, de 

interés lucrativo y/o no lucrativo, en un proceso que permita integrar el 

conocimiento interno y externo a dicha organización. La innovación pues, requiere 

creatividad, pensamiento divergente, perspectiva sistémica y trabajo en equipo o 

en colaboración (Ramírez, 2011).   

A modo de interpretación visual, como se muestra en la Figura 3. Sistema de Gobierno 

Abierto, el ONTSI (2013) ofrece una síntesis gráfica de lo que implica y comporta el 

Gobierno Abierto: 
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Figura 3. Sistema de Gobierno Abierto 

Fuente: Observatorio Nacional de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la 

Información u ONTSI (2013). 

De forma resumida, el funcionamiento de la sistemática del Gobierno Abierto se 

distribuye de la siguiente manera. En primer lugar, el elemento de la transparencia 

(donde se incluye la rendición de cuentas en este trabajo) ofrece cobertura informativa 

para que pueda nutrirse de manera eficiente, el resto de los principios de este 

paradigma. Los elementos facilitadores (las TICC) son los que permiten la interrelación 

entre los diferentes elementos. 

Como se puede observar, en tal sistemática existen también dos tipos de elementos 

facilitadores para la puesta en marcha de las actuaciones de Gobierno Abierto (ONTSI, 

2013) las basadas en TICC y las no basadas en estas. Las primeras hacen referencia a los 

elementos más utilizados mediante el uso y explotación de las TICC, como son los 
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portales web de Datos Abiertos, los espacios web 2.0 y las redes sociales (Portales web 

de Open Data, Web 2.0, Redes sociales). Algunos ejemplos son: crowdsourcing 

ciudadano, Challenge.gov, SantanderCityBrain, GitHub, NovaGob. Las segundas (no 

basados en las TICC), hacen referencia a las actuaciones dirigidas a la participación 

pública, las asambleas, encuentros y foros de ciudadanos son las principales formas de 

canalizar el contacto de la Administración con sus ciudadanos (Participación ciudadana, 

Asambleas, EncueƴǘǊƻǎΣ CƻǊƻǎΧύ. Las basadas en TICC, facilitan y fomentar las no basada 

en éstas. En base la interacción de los diferentes elementos que componen el Gobierno 

Abierto, Villoria (2010) ofrece un resumen para la justificación de la vigencia y la clara 

necesidad de promover políticas ligadas a la transparencia y la rendición de cuantas:  

¶ Un Gobierno abierto aporta información suficiente para configurar 

adecuadamente el voto, no abusa de las asimetrías de información, mejorando 

así la calidad del voto. 

¶ Un Gobierno opaco se apodera de lo público y lo gubernamentaliza e incluso lo 

patrimonializa. 

¶ Un Gobierno transparente, permite la comprobación de la imparcialidad de sus 

decisiones. 

¶ Un Gobierno que rinde cuentas, se somete realmente al derecho. 

¶ Un Gobierno que rinde cuentas, aporta información para definir el voto con 

objetividad e independencia. 

¶ Un Gobierno que rinde cuentas no traiciona la soberanía popular y la igualdad 

política. 

Por lo que, una vez contemplados los antecedentes teóricos del gobierno abierto, y vista 

sus sistemáticas de funcionamiento, en el apartado posterior de dispondrá de una 

concepción de lo que implica el elemento de la transparencia, como parte del paradigma 

mencionado con anterioridad, como se descompone e interrelaciona, en sus diferentes 

vertientes, a modo de subsistema dentro del gobierno abierto. 
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2.3.3. COMPONENTES DE LA TRANPARENCIA MUNICIPAL 
 

A continuación, se muestra el conjunto de elementos internos que rodean a la 

transparencia con el ánimo de que sirvan de mapa para conocer las necesidades de 

información sobre esta área para el desarrollo de la presente metodología y de la 

auditoría, como puede ser la transparencia proactiva, el acceso a la información pública, 

los datos abiertos u open data, los principios que se deben seguir para su correcta 

aplicabilidad, así como señalar los diferentes elementos o plataformas digitales que 

sirven de canal para la interacción entre el sistema de la información y potencial usuario 

de tal servicio, como lo es el portal de transparencia y/Open Data que, en algunos casos, 

se encuentra dentro del propio portal de transparencia de la institución. 

Desde una perspectiva lógica, todo gobierno de una corporación local querrá dar la 

sensación de que se preocupa, desde un enfoque estratégico, por ser transparente 

como medida de utilidad funcional y/o de marketing político, ya que la transparencia es 

un concepto que, desde hace una larga temporada, ha adquirido mayor fuerza y valor 

en el ámbito de la gestión del sector público (y privado). Por consiguiente, dentro del 

apartado de gobierno de la institución municipal, puede que se encuentre o cuente un 

área o concejalía destinada a la trasparencia, rendición de cuentas, o en sí del Gobierno 

Abierto.  

Por ello, dentro de la sistemática se deberá incluir un análisis del área o concejalía que 

se encargue de las gestiones de publicidad (activa, pasiva y colaborativa, ya que, de 

forma genérica, se habla de tres grandes ámbitos de la transparencia: la Transparencia 

o Publicidad Activa (PA), la Transparencia Pasiva o Derecho de Acceso a la Información 

(DAI) que las entidades proporcionan a medida que la ciudadanía ejerce su derecho de 

acceso a la información pública y la transparencia colaborativa, relacionada con los 

datos abiertos u Open Data, acceso abierto u Open Acces, y Acción Abierta u Open 

Action. A continuación, en la Figura 4. se muestran los diferentes elementos que 

componen o, desde un sentido básico, deben comportar la transparencia del ámbito 

municipal. 
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Figura 4. Composición de la transparencia en el ayuntamiento. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la LTAIBG, LPAC y LRJSP. 

En base a esta distinción, cabe hacer una reflexión en cuanto a la mejora de la eficiencia 

de los recursos púbicos en relación con la Transparencia Política y Administrativa, 

independientemente del nivel territorial de que se trate, dado que, si se publica de 

manera proactiva, toda información pública incluida en  los contenidos o documentos, 

cualquiera que sea su soporte o formato, que obren en poder de la Administración y de 

sus organismos públicos y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 

funciones, considerada a tal efecto la άPublicidad activaέ, no será necesario por parte 

del ciudadano interesado de hacer efectivo su derecho de acceso a la Información (o 

Transparencia Pasiva) y el gasto de recursos que ello conlleva para su tramitación, 

incluyendo el coste de oportunidad de tales recursos, sin que ello menoscabe la finalidad 

del sujeto que quiera hacer efectivo tal derecho. 

En cuanto a su desarrollo, en los apartados posteriores se tratará de manera más 

profunda los distintos tipos de transparencia que se pretenden analizar para la finalidad 

del trabajado y conocer las áreas que se han de tener en cuenta dentro de cada ámbito 

de la trasparencia de la gestión político-administrativa; Publicidad Activa y Acceso a la 

Información Pública. 












































































































































































































































































































































































































































































































































































































































